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CAPÍTULO 1. INTRODUCCIÓN.


El presente Informe es el resultado del trabajo de investigación realizado durante la Clínica Jurídica de Educación Inclusiva, en la Universidad Carlos III de Madrid. Las estudiantes que han integrado el equipo de trabajo tienen un especial interés por el tema de la Educación Inclusiva, aunque actúen en diferentes áreas:    Derechos Humanos, Derecho Constitucional, Derecho Internacional, Derecho Administrativo y Periodismo.


Esta Clínica tuvo como objetivo entender qué es la Educación Inclusiva en su sentido más amplio, con todas sus implicaciones, para que este conocimiento fuera entonces utilizado como base de defensa de un caso real de segregación educativa de un niño con discapacidad en España.


Partimos del principio de que los niños con discapacidad deben ser valorados como personas, con el mismo valor y dignidad que el resto, y no como seres humanos imperfectos, culpables por su condición. Por ello, entendemos la importancia de que sea valorada la diversidad y de que sean aceptadas las diferencias.


Los derechos de los niños con discapacidad se fundamentan en los valores de la igualdad, de la libertad y de la solidaridad que, llevados a la práctica en materia educativa, constituyen la educación inclusiva. La existencia de diferencias no justifica la segregación educacional, el estigma, la discriminación y tampoco la negación de derechos. La educación inclusiva permite a los niños el libre desarrollo de sus personalidades y planes de vida, en respeto a su interés superior.


Bajo esta perspectiva, preparamos el análisis del caso del niño Daniel          -cuyo verdadero nombre hemos ocultado por razones de privacidad- para estructurar la defensa de sus derechos, dado que ha sido sometido, contra su voluntad y su bienestar, a un sistema de educación combinada, con aulas simultáneas en un centro ordinario y en un centro especial, lo que ha afectado su desempeño escolar.


Después de recibir formación teórica sobre el tema de la educación inclusiva, la metodología ha consistido en el análisis jurídico de informes, documentos procesales, normativas y leyes relacionados con el caso de Daniel, además de tratados internacionales que podrían respaldar la defensa de sus derechos. La madre de Daniel ha colaborado con este trabajo de investigación, ofreciendo amplia documentación e información detalladas del proceso, para el estudio del caso, en una entrevista realizada vía skype. 


Nuestro objetivo, por lo tanto, es analizar los principios y las reglas de la educación inclusiva, así como todo el marco legal aplicable, para determinar cuál es la modalidad educativa más conveniente para Daniel, en función de su interés superior y el libre desarrollo de su personalidad. 

Ello se hará a través del análisis de los postulados de la educación inclusiva y la aplicación de las normas respectivas al caso de Daniel, lo cual permitirá estructurar la defensa de sus derechos y, así, ofrecer la propuesta de soluciones concretas que permitan su exigibilidad y que tiendan a la reintegración de Daniel a un centro de educación ordinario, adaptado a sus necesidades, si es ésta la alternativa más conveniente para él, en el entendido de que la educación inclusiva es un derecho humano. 

CAPÍTULO 2. EDUCACIÓN INCLUSIVA: VISIONES, CONCEPTOS E IMPLICACIONES. 


Para entender el concepto de educación inclusiva, antes es preciso definir el modelo de segregación educativa. En este sistema, se considera que la educación es de mayor calidad cuando se imparte a grupos homogéneos
. Como resultado, los grupos que constituyen minoría acaban por recibir una educación de menor calidad, aumentando su aislamiento
.

Este concepto está centrado en el modelo médico, bajo el cual se justificaría la existencia de escuelas especiales, con profesores especiales, y escuelas ordinarias, con profesores ordinarios. María José Alonso Parreño y Inés de Araoz Sánchez-Dopico destacan que “la educación inclusiva supone un sistema flexible que parte de la idea de que todos los niños son diversos, de que todos los niños pueden aprender, de que existen distintas capacidades, grupos étnicos, estaturas, edades, orígenes, géneros y que el sistema debe cambiar para adaptarse a cada niño”.


La diversidad debe ser tratada como algo natural, para que todos reciban una educación igualitaria, no como factor de discriminación. Para Alonso Parreño y Sánchez-Dopico, el modelo social en educación “supone que el profesorado ordinario y las escuelas ordinarias deben estar preparados para brindar oportunidades de aprendizaje a personas heterogéneas, incluidas las que tienen discapacidad.”


Cuando se cambia la perspectiva sobre la discapacidad, que pasa a ser tratada como un factor de diversidad, no como un obstáculo al aprendizaje, se abre el camino para la educación inclusiva. La segregación educacional de niños y niñas con discapacidad perpetúa los prejuicios y la falta de conocimiento sobre este colectivo, derivando en una mayor discriminación en todas las áreas
.


En este sentido, Alonso Parreño y Sánchez-Dopico concluyen que “un enfoque interactivo, individual y ambiental es la posición actual casi unánime de los principales investigadores en este campo y de la legislación de la mayoría de los países”
.

 
La educación inclusiva en el discurso de los derechos humanos implica acoger a todos los niños, niñas, jóvenes y adultos, independientemente de sus condiciones físicas, intelectuales, sociales, emocionales, lingüísticas u otras
. Es un proceso que afecta e integra a los alumnos, al profesorado, a la familia
 y a la comunidad en general, para que los principios de libertad, igualdad y solidaridad puedan garantizar los derechos de los niños con discapacidad.

Para que la inclusión sea posible, se hace necesario reducir las barreras y mejorar el aprendizaje, con una participación que implica la colaboración con otros.

El derecho del niño a la educación
 es un derecho fundamental garantizado constitucionalmente y, por eso, puede ser defendido con recursos judiciales, si fuera necesario. 

 
2.1 Los Derechos de los Niños con Discapacidad. 


Estimaciones del primer Informe Mundial sobre la Discapacidad, de la Organización Mundial de Salud (OMS), publicado en junio de 2011, muestran que más de mil millones de personas viven con algún tipo de discapacidad; alrededor del 15% de la población mundial en 2010
. El número es superior al 10% estimado por la OMS en los años 70. La Carga Mundial de Morbilidad mide las discapacidades infantiles (0-14 años), con 95 millones de niños (5,1%), de los cuales 13 millones (0,7%) tienen “discapacidad grave” (que se refiere a afecciones graves como tetraplejía o ceguera). 


Lo anterior denota la necesidad de destinar más recursos públicos a las necesidades de los niños con discapacidad, con el propósito de atender sus demandas, pues como se advierte, el porcentaje ha aumentado en los últimos 40 años. Es indispensable velar por la atención de los niños, preparando su futuro con la garantía de acceso a la educación. 


Datos de la UNESCO también preocupan, ya que 75 millones de niños en edad de cursar la enseñanza primaria no están escolarizados. Los niños con discapacidades son un tercio del total de niños sin escolarizar. 


Cabe destacar que los niños con discapacidad se encuentran entre los grupos especialmente vulnerables, sometidos a una situación de doble exclusión social y discriminación. Esta especial indefensión justifica una protección especial, pero al mismo tiempo implica la existencia, en la práctica, de obstáculos que les impiden tomar decisiones sobre su vida y ejercer libremente sus derechos. 


2.1.1) Resultados académicos.


Según el informe de la OMS
, los niños con discapacidad “tienen menos probabilidades que sus homólogos no discapacitados de ingresar en la escuela, permanecer en ella y superar los cursos sucesivos”. 


El estudio de la OMS muestra que el “fracaso escolar” se da en todos los grupos de edad, tanto en países de ingresos altos como bajos, pero principalmente en los países más pobres:

La diferencia entre el porcentaje de niños con discapacidad y el porcentaje de niños no discapacitados que asisten a la escuela primaria va desde el 10% en la India hasta el 60% en Indonesia. Incluso en países con altos porcentajes de matriculación en la escuela primaria, como los de Europa oriental, muchos niños con discapacidad no asisten a la escuela
. 


La OMS recomienda cambios en el sistema educativo y en las escuelas, para la incorporación de los niños con discapacidad. En este sentido, “el  éxito de los sistemas educativos inclusivos depende en gran medida del compromiso del país para adoptar una legislación apropiada, proporcionar una orientación normativa clara, elaborar un plan de acción nacional, establecer infraestructuras y crear capacidad de ejecución y asegurar una financiación a largo plazo”. Para ello, la OMS reconoce que se hace necesario “un incremento de la financiación”
.


El informe concluye que los profesores deben recibir una formación apropiada para educar niños con discapacidad, y así adquirir mayor confianza y mejores aptitudes para que la educación inclusiva se torne realidad.  


2.1.2) Educación y Derechos.


El marco legal actual respalda la educación inclusiva, dando amplia base para que los gobiernos, en conjunto con la sociedad, tomen medidas que integren a los niños con discapacidad en el sistema educativo, sin discriminación y garantizando un aprendizaje de calidad. 

Así, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD-2008), prevé un amplio catálogo de derechos y garantías, para las personas con discapacidad, entre los cuales destacan la participación y la inclusión plenas y efectivas en la sociedad; la capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás, en todos los aspectos de la vida, el desarrollo de los apoyos que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica, etc.


El fin esencial del derecho a la educación, plasmado en la Convención de los Derechos del Niño (CDN-1989), en la Constitución Española (CE-1978) y en la Ley Orgánica de Educación (LOE-2006) es el libre desarrollo de la personalidad.


Además, la CDN complementa este fin con aquellos relacionados con el desarrollo de la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño, hasta el máximo de sus posibilidades. 


La CDPD garantiza el reconocimiento del derecho de las personas con discapacidad a la educación, cuyo propósito es desarrollar plenamente el potencial humano y el sentido de la dignidad y la autoestima, y reforzar el respeto por los derechos humanos, las libertades fundamentales y la diversidad humana; desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad de las personas con discapacidad, así como sus aptitudes mentales y físicas; y, hacer posible que las personas con discapacidad participen de manera efectiva en una sociedad libre. 

En septiembre de 2006, antes de la aprobación de la CDPD, el Comité de los Derechos del Niño aprobó una Observación General, con una serie de recomendaciones para tratar las conductas discriminatorias practicadas contra los niños con discapacidad, especialmente, en el sistema educativo. 

El Comité destaca que: 
(…) la falta de una educación y formación profesional apropiadas los discrimina negándoles oportunidades de trabajo en el futuro. El estigma social, los temores, la sobreprotección, las actitudes negativas, las ideas equivocadas y los prejuicios imperantes contra los niños con discapacidad siguen siendo fuertes en muchas comunidades y conducen a la marginación y alienación de los niños con discapacidad
.

Entre las recomendaciones, se llama la atención para un tratamiento igualitario en el sistema educativo, en el sentido de que: “los niños con discapacidad tienen el mismo derecho a la educación que todos los demás niños y disfrutarán de ese derecho sin discriminación alguna y sobre la base de la igualdad de oportunidades, según se estipula en la Convención”
.

La Observación General del Comité sugiere las vías para llegar a la educación inclusiva, así:

1. “En la Convención se reconoce la necesidad de modificar las prácticas en las escuelas y de formar a maestros de enseñanza general para prepararlos a enseñar a los niños diversas aptitudes y garantizar que logren resultados académicos positivos”.

2. “Dado que los niños con discapacidad se diferencian mucho entre sí, los padres, los maestros y otros profesionales especializados tienen que ayudar a cada niño a desarrollar su forma y sus aptitudes de comunicación, lenguaje, interacción, orientación y solución de problemas que se ajusten mejor a las posibilidades de ese niño”.

3. “Toda persona que fomente las capacidades, las aptitudes y el desarrollo del niño tiene que observar atentamente su progreso y escuchar con atención la comunicación verbal y emocional del niño para apoyar su educación y desarrollo de formar bien dirigida y apropiada al máximo”.

4. “Es fundamental que la educación de un niño con discapacidad incluya la potenciación de su conciencia positiva de sí mismo, asegurando que el niño siente que es respetado por los demás como ser humano sin limitación alguna de su dignidad”.

5. “La educación también tiene que proporcionar al niño una experiencia potenciadora de control, logro y éxito en la máxima medida posible para el niño”.

6. “La educación inclusiva debe ser el objetivo de la educación de los niños con discapacidad. La forma y los procedimientos de inclusión se verán determinados por las necesidades educacionales individuales del niño, ya que la educación de algunos niños con discapacidad requiere un tipo de apoyo del que no se dispone fácilmente en el sistema docente general”.

7. “La educación de preparación para el trabajo y la transición es para todas las personas con discapacidad independientemente de su edad. Es fundamental empezar la preparación a una edad temprana porque el desarrollo de una carrera se considera un proceso que empieza pronto y continúa toda la vida.  Desarrollar la conciencia de una carrera y las aptitudes profesionales lo antes posible, empezando en la escuela primaria, permite a los niños elegir mejores opciones más tarde en la vida en cuanto a empleo”.


La Conferencia Mundial sobre Necesidades Educativas Especiales, realizada en Salamanca, del 7 al 10 de junio de 1994, con apoyo de la UNESCO y del Ministerio de Educación de España, dando origen a la Declaración de Salamanca
, representó un paso histórico en la defensa de una educación igualitaria para niños con discapacidad, al concluir que:

·   Todos los niños, de ambos sexos, tienen un derecho fundamental a la educación y debe dárseles la oportunidad de alcanzar y mantener un nivel aceptable de conocimientos;
·   Cada niño tiene características, intereses, capacidades y necesidades de aprendizaje que le son propios;
·   Los sistemas educativos deben ser diseñados y los programas aplicados de modo que tengan en cuenta toda la gama de esas diferentes características y necesidades;
·   Las personas con necesidades educativas especiales deben tener acceso a las escuelas ordinarias, que deberán integrarlos en una pedagogía centrada en el niño, capaz de satisfacer esas necesidades; y,
· Las escuelas ordinarias con esta orientación integradora representan el medio más eficaz para combatir las actitudes discriminatorias, crear comunidades de acogida, construir una sociedad integradora y lograr la educación para todos; además, proporcionan una educación efectiva a la mayoría de los niños y mejoran la eficiencia y, en definitiva, la relación costo-eficacia de todo el sistema educativo. 

Para Echeita y Verdugo
 “la Declaración constituyó un punto de inflexión en la historia de la “educación especial” y hoy “es un referente obligado para el desarrollo de políticas educativas con una orientación inclusiva”.


Los autores destacan tres puntos importantes de la Declaración:

1.
El refuerzo de una visión interactiva, ecológica-contextual respecto a las diferencias individuales y a la acción educativa que se corresponde con ellas, junto con un concepto cada vez más amplio de “necesidades educativas especiales” con relación a la población escolar que abarca;
2.
Un mensaje claro respecto a la integración/inclusión, como meta y eje de la política educativa a seguir, en lo referente a la educación de este alumnado, sin desconocer el papel que todavía juegan o pueden jugar los centros de educación especial; y,
3.   La llamada inequívoca a vincular los procesos de mejora de la educación del alumnado con necesidades educativas especiales, con procesos de reformas educativas globales y, en buena medida, a entender estos últimos como la condición necesaria (aunque no suficiente), para promover una educación de calidad para todos
.


2.2 Propuestas para una Educación Inclusiva.


La educación inclusiva tiene como una de sus metas principales integrar a los niños con discapacidad, de modo que todos tengan acceso a la educación, entendida ésta como un derecho fundamental. Esto significa superar el modelo de “prescindencia”
, cuya concepción es la de que estos niños no tienen nada que aportar a la sociedad y que son dispensables para el progreso en su condición de seres humanos. 


Al mismo tiempo, la educación segregada hiere el precepto de igualdad entre los individuos, porque supone un sistema educativo discriminatorio que va en contra de los derechos humanos. La segregación, de cualquier tipo, presupone una sociedad que ve al diferente como “anormal”, sin las mismas capacidades y derechos que el resto. 


La segregación educacional es nociva porque separa los capaces de los juzgados como incapaces, reforzando estigmas y anulando los vínculos de solidaridad. Este sistema también subestima todo el potencial que puede tener un niño con discapacidad. La ciencia cada día nos sorprende con descubrimientos que pensábamos ser imposibles. Esto es muchas veces no solamente debido a nuestra pequeñez intelectual, ante lo desconocido, sino también a nuestra arrogancia basada en prejuicios. 

          En el prólogo del informe de la Organización Mundial de Salud sobre personas con discapacidad, el famoso físico Stephen W. Hawking afirma que “la discapacidad no debería ser un obstáculo para el éxito”
. Él destaca que “ha tenido mucha suerte”, ya que ha podido desarrollar una brillante carrera profesional y constituir una “feliz vida familiar”. Es en este contexto que la educación inclusiva debe ser aplicada, para el libre desarrollo de la personalidad de cada niño, al máximo de su posibilidad. 


Sabemos que la mayoría de las personas con discapacidad, por su indefensión, en especial los niños, no tienen el mismo acceso a oportunidades para el pleno desarrollo de sus planes de vida y personalidades. Por ello, la educación inclusiva supera el modelo médico de la discapacidad, vinculado a una educación segregada.

        La educación inclusiva es el resultado del modelo social de la discapacidad, articulado desde el respeto a los derechos humanos, en el que se valora la diversidad humana, con atención a las necesidades educativas de cada niño. Esto presupone la no exclusión y la no discriminación, para que estos niños no se sientan como seres inferiores, estigmatizados en una sociedad que les priva del derecho a convivir con el resto y tener las mismas experiencias de vida, en un intercambio que, de hecho, es imprescindible para el progreso general. 

         Para que este cambio pueda tener efectos en el futuro, creando una sociedad más justa e igualitaria, hay que educarse en valores y con valores, o sea, eliminando prejuicios y la concepción de que el diferente es inferior no solamente en el ambiente familiar, sino, también, en las escuelas.

           Respetar el niño como persona presupone que su “auténtica” voluntad sea respetada, porque el hecho de ser niño no significa que no tenga sentimientos e intereses y que no pueda expresar libremente su opinión. 

           Muchos mitos impiden la aplicación de la educación inclusiva, justamente porque están basados en prejuicios arraigados en la sociedad. La mala voluntad de gobiernos y educadores también dificulta la eliminación de las barreras invisibles, pero concretas, para el tratamiento igualitario en el sistema educativo.

          Las concepciones de que los niños con discapacidad no pueden recibir una educación de calidad, porque son incapaces, o que la presencia de niños con discapacidad en las clases puede perjudicar el desempeño de los otros niños sin discapacidad son erróneas. No son basadas en experiencias reales y por eso es necesario evaluar modelos de éxito de educación inclusiva que invaliden estos mitos. 

       
Otro mito se basa en la percepción actual de que la integración de los niños con discapacidad en los centros ordinarios es costosa, lo que justificaría la existencia de centros especiales. Sin embargo, los “ajustes razonables”, cuando son bien planificados, pueden resultar en ahorro de los recursos públicos, que hoy son destinados al mantenimiento de sistemas costosos de educación combinada. 


2.2.1) Libertad, Igualdad y Solidaridad.


La educación inclusiva está fundamentada en los valores de la Ética Pública de la Modernidad. El reconocimiento de la educación, como un derecho humano fundamentado en el valor de la libertad, es necesario para que las personas puedan desarrollar sus personalidades y sus planes de vida, sin restricciones impuestas por la sociedad, aún más cuando estas restricciones son fruto de un tratamiento discriminatorio. 


Con respecto a la igualdad, se entiende que no pueden coexistir dos tipos de derechos humanos: uno para los capaces y otro para los que son juzgados como incapaces. La Declaración Universal de Derechos Humanos y la CDPD destacan la igualdad como condición para una convivencia armónica entre todos los seres humanos, impidiendo, así, que situaciones de injusticia generen conflictos y que se excluya a personas que pertenecen a grupos vulnerables. En este sentido, el ejercicio de la igualdad en el sistema educativo es especialmente importante cuando se trata de facilitar el acceso a la educación para los niños con discapacidad. 


Para evitar la exclusión y la discriminación, el Estado debe actuar para que la solidaridad sea la base de una sociedad que integre, que incluye y que ofrece todas las oportunidades para que los individuos alcancen el máximo nivel posible del libre desarrollo de sus diferentes personalidades. Aunque en la ética personal el egoísmo predomine, el Estado debe promover valores solidarios entre los ciudadanos, con el objetivo de garantizar la igualdad de derechos y de deberes.


Pensar en la educación inclusiva bajo la óptica de la solidaridad implica promover la integración de niños y niñas con discapacidad en el sistema educativo, de modo que su condición vulnerable no sea obstáculo para una vida digna. El sacrificio de la colectividad y de los individuos, en beneficio de otros, contribuiría, entonces, para el progreso de la sociedad a su nivel máximo, porque las oportunidades estarían siendo distribuidas de forma igualitaria. 
           La educación inclusiva es realmente posible; no obstante, para que se torne realidad, es necesaria
:

· La participación activa de los propios los niños (con y sin discapacidades), los profesores, los padres, los poderes públicos (especialmente las instituciones educativas) y el conjunto de la comunidad. Esto implica, también, la necesidad de atender al sistema educativo desde la perspectiva más amplia posible;
· La adaptación de los centros de educación ordinarios a las nuevas exigencias de proporcionar una educación inclusiva de calidad a todos los alumnos (adaptaciones curriculares, métodos de aprendizaje, planes de estudio, aulas, espacios, materiales, actividades extraescolares, formación específica del profesorado, ayudas en el aula y fuera del aula etc.); y,
· La transformación de los centros de educación especial en centros de recursos que sirvan para proporcionar conocimientos especializados y apoyo a todas las personas implicadas en la educación inclusiva, de forma especial ayudando a la adaptación de los centros de educación ordinarios.

CAPÍTULO 3. ANÁLISIS DE LA LEGISLACIÓN INTERNACIONAL E INTERNA RELACIONADA CON LA EDUCACIÓN INCLUSIVA.

3.1) Análisis de la legislación internacional.

3.1.1) La Convención sobre los Derechos del Niño (CDN).


Entre los documentos internacionales relativos a los niños, que preceden a la CDN, recordamos la Declaración Universal de Derechos Humanos, del 10 de diciembre de 1948
; los dos Pactos del 1966
 y, por supuesto, la Declaración de los Derechos de los Niños de 1958. Así, la CDN surge para subsanar el problema de la eficacia jurídica de los anteriores documentos internacionales relativos a los menores.

La CDN entró en vigor el 2 de septiembre de 1990, adquiriendo el carácter de ley internacional. La importancia fundamental que este documento asume se basa en el hecho de que se trata del primer tratado internacional, universal y multilateral que reconoce y establece derechos en favor del niño, considerado como ser humano titular de derechos. El niño es visto como “sujeto de derechos y libertades, y con capacidad para participar en la toma de decisiones en los asuntos relativos a su persona”
.

España ratificó la CDN el 6 diciembre 1990, de tal manera que este instrumento internacional deviene norma vinculante en su sistema jurídico. A través de la CDN se incorpora, en España, un nuevo enfoque en la construcción del edificio de los derechos humanos de la infancia, que consiste en el reconocimiento pleno de la titularidad de derechos en los menores de edad, y  en una capacidad progresiva para ejercerlos
.

Nuestra mirada sobre el tema de la educación inclusiva nos lleva a concentrar el análisis, principalmente, en los artículos de este convenio internacional relativos al sujeto abordado. Pero, no cabe duda que en este análisis no podemos prescindir de considerar la profunda interrelación existente entre todos los artículos que componen este instrumento, precisamente, en favor del niño, titular de derechos de manera plena.

Ya en las primeras palabras de la CDN encontramos los primeros “atisbos
” de lo que debe ser la educación inclusiva. En el Preámbulo de la Convención, se dice que el niño debe estar plenamente preparado para una vida independiente en sociedad, y debe ser educado en un espíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad; es decir, este texto comienza hablando de la necesidad del libre desarrollo de la personalidad del menor, para que pueda ejercer sus derechos de manera independiente y desarrollar su vida en el entorno social “sin distinción alguna, por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición”. 

Se hace, además, referencia a la familia “como grupo fundamental de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, y en particular de los niños”, para afirmar que “el niño debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad”, y se reconoce que “en todos los países del mundo hay niños que viven en condiciones excepcionalmente difíciles y que esos niños necesitan especial consideración”.

Los artículos que hemos considerado relevantes, para el tema de la educación inclusiva, son  los siguientes: 

En el artículo 1, encontramos la definición del niño entendiendo, por tal, a “todo ser humano menor de dieciocho años”, “salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad”. Se crea, de esta manera, una fórmula “abierta” con el fin específico de lograr recoger el máximo consenso para su aceptación por los diferentes Estados

En el artículo 2, se establece el importante principio de no discriminación,  basado en el derecho a la igualdad, en el sentido siguiente:

1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales.

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño se vea protegido contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la condición, las actividades, las opiniones expresadas o las creencias de sus padres, o sus tutores o de sus familiares.

En el artículo 3.1 encontramos el “principio rector de todas las actividades de promoción y protección de la infancia
”, que es el interés superior del niño. En él se establece que, para todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos “una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño”. 

En el articulo 12 se pone de manifiesto el derecho del niño a expresar su opinión y a que se le tenga debidamente en cuenta, en el sentido siguiente: “Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño”.

El artículo 23 se compone de cuatro apartados y es dedicado a los niños con discapacidad. Según lo afirmado en el primer apartado: “Los Estados Partes reconocen que el niño mental o físicamente impedido deberá disfrutar de una vida plena y decente en condiciones que aseguren su dignidad, le permitan llegar a bastarse a sí mismo y faciliten la participación activa del niño en la comunidad”. 

Se trata de un artículo importante, principalmente, por su valor histórico: por primera vez en un tratado de derechos humanos se hace referencia específica a los derechos y a las necesidades específicas de los niños con discapacidad. Cabe destacar que este artículo tiene necesariamente que ser leído en concordancia con el artículo 2, sobre el principio de la no discriminación.

Los artículos 28 y 29 son dedicados a la educación. El 28 afirma que: “los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educación y, a fin de que se pueda ejercer progresivamente y en condiciones de igualdad de oportunidades ese derecho
”, mientras que el 29 se compone de dos apartados, ambos muy relevantes. En el primero, se  establece que Los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberá estar encaminada a:

a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades;

b)  Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales y de los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas; 

c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia identidad cultural, de su idioma y sus valores, de los valores nacionales del país en que vive, del país de que sea originario y de las civilizaciones distintas de la suya;

d) Preparar al niño para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religiosos y personas de origen indígena; y,
e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural. 

En el segundo apartado, se establece que: 
Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el artículo 28 se interpretará como una restricción de la libertad de los particulares y de las entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 del presente artículo y de que la educación impartida en tales instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado.

La importancia del párrafo 1 del artículo 29 es trascendental, porque en él se enuncian los propósitos de la educación, que son los de promover, apoyar y proteger el valor supremo de la Convención, el de la dignidad humana innata a todo niño y sus derechos iguales e inalienables y, al mismo tiempo, se marcan los objetivos de desarrollo holístico del niño “hasta el máximo de sus posibilidades”.

En el pasado informe de las Clínicas sobre Educación Inclusiva se ha bien remarcado el contenido de este artículo, diciendo “hacia dónde va dirigido el contenido del derecho a la educación reconocido en el artículo 28 de la misma Convención”. Aquí, nosotras complementaremos su exposición, haciendo referencia a la Observación General n.1 del 2001, de las Naciones Unidas, que analiza separadamente la importancia y las funciones del artículo 29.

Son tres los aspectos importantes que la ONU recomienda tener en cuenta: (i) el párrafo 1 “añade al derecho a la educación reconocido en el artículo 28 una dimensión cualitativa que refleja los derechos y la dignidad inherente del niño e insiste también en la necesidad de que la educación gire en torno al niño, le sea favorable y lo habilite, y subraya la necesidad de que los procesos educativos se basen en los mismos principios enunciados. El objetivo es habilitar al niño desarrollando sus aprendizaje y otras capacidades, su dignidad humana, autoestima y confianza en si mismo”; (ii) es muy apropiado remarcar que “el derecho del niño a la educación no sólo se refiere al acceso a ella sino también a su contenido”. Una educación cuyo contenido tenga hondas raíces en los valores que se enumeran el en primer párrafo del artículo 29 “brinda a todo niño una herramienta indispensable para que, con su esfuerzo, logre en el transcurso de su vida una respuesta equilibrada y respetuosa de los derechos humanos a las dificultades que acompañan a un período de cambios fundamentales impulsados por la mundialización, las nuevas tecnologías y los fenómenos conexos”; y, (iii) el Comité subraya la importancia de los valores y de una educación que permita conciliar valores distintos por medio del diálogo y el respeto a las diferencias, al expresar que: “la educación del niño deberá estar encaminada a una amplia gama de valores (...). Además, los niños pueden ejercer una función singular superando muchas diferencias que han mantenido separados a grupos de personas a lo largo de la historia”.

Como ya se ha dicho antes, en esta Observación General se subraya la naturaleza de  interconexión existente entre las disposiciones de la CDN que se integran, refuerzan y complementan entre ella; por ejemplo, el principio de no discriminación, el interés superior del niño y los derechos de los niños con discapacidades, que constituyen un conjunto unitario, porque los derechos de los niños son valores que existen dentro de un marco ético más amplio, que justamente se describe ya en el Preámbulo y en el párrafo 1 del artículo 29.

En segundo lugar, en ella se atribuye importancia fundamental al proceso que debe promover el derecho a la educación, al establecer que “los valores que se inculcan en el proceso educativo no deben socavar, sino consolidar, los esfuerzos destinados a promover el disfrute de otros derechos”. En este sentido, se incluyen no sólo los elementos integrantes del plan de estudio, sino también los procesos de enseñanza, los métodos pedagógicos y el marco en el que se imparte la educación. 

Se afirma, pues, que la piedra angular de la educación inclusiva se refiere a que: “la educación debe impartirse de tal forma que se respete la dignidad intrínseca del niño y se permita a éste expresar su opinión libremente”
 y “la observancia de los valores establecidos en el párrafo 1 del artículo 29 exige manifiestamente que las escuelas sean favorables a los niños, en el pleno sentido del término, y que sean compatibles con la dignidad del niño en todos los aspectos”.

En tercer lugar, y haciendo referencia a la Declaración de Salamanca y al Marco de Acción sobre Necesidades Educativas Especiales de 1994, mencionada en el Capítulo 2, el Comité  destaca que el objetivo principal de la educación es el desarrollo de la personalidad de cada niño, de sus dotes naturales y capacidad, “reconociéndose el hecho de que cada niño tiene características, intereses y capacidades únicas y también necesidades de aprendizajes propia, (….) y que los métodos pedagógicos deben adaptarse a las distintas necesidades de los distintos niños”.

Las reflexiones que el Comité dedica en este documento son importantes. En él, se establece y se subraya muchas veces que “la discriminación basada en cualquiera de los motivos que figuran en el artículo 2 de la Convención de los derechos del niño atenta contra la dignidad humana del niño y puede debilitar, e incluso destruir su capacidad de beneficiarse de las oportunidades de la educación”.

Además, no se discrimina a un niño únicamente negándole el acceso a la educación sino en muchísima otras formas: cuando se adopta, por ejemplo, un programa de estudio incompatible con los principios de igualdad de género; cuando las estructuras educativas prohíben el acceso a los niños con VIH/SIDA o cuando el sistema oficial educativo discrimina a los niños con discapacidad, precisamente en razón de su discapacidad. Lo que se debe tener en cuenta siempre es el respeto a las diferencias que debe marcar el proceso educativo, enseñando al niño los derechos humanos y el principio de no discriminación.

La cuarta observación
 del Comité nos parece contradecir los actuales avances curriculares, al establecer que: “El tipo de enseñanza que se concentra fundamentalmente en la acumulación de conocimientos, que estimula la competencia e impone a los niños una carga excesiva de trabajo puede ser un grave impedimento para el desarrollo armonioso del niño hasta realizar todo el potencial de sus capacidades y aptitudes; (...), las escuelas deben fomentar un clima humano y permitir a los niños que se desarrollen según la evolución de sus capacidades”.

Y, concluyendo, se debe también recordar las exhortaciones del Comité hacia los sujetos institucionales de la educación; es decir, los Estados y profesores. Hacia el primero destaca que “si no hay un refrendo oficial concreto en el derecho o las normas nacionales, parece poco probable que los principios pertinentes se apliquen o vayan a ser aplicados para inspirar de verdad la políticas educativas”. Por consiguiente, el Comité exhorta a todos los Estados Partes a que adopten las medidas necesarias para incorporar oficialmente estos principios en sus políticas educativas y en su legislación, a todos los niveles. 

Hacia los profesores (más hacia los administradores en la esfera docente y todos lo que intervienen en la educación de los niños), se recuerda que los métodos pedagógicos empleados en las escuelas deben reflejar el espíritu de la CDN, mientras que una escuela en la que se permita la intimidación de los más débiles u otras prácticas violentas o excluyentes se sitúan afuera de lo permitido
.

En cuanto a las Observaciones recientes del Comité de los Derechos del Niño, sobre la implementación de la CDN, se establece que el Estado parte de la Convención debe hacer un ejercicio constante de escrutinio y verificar el cumplimento de estas normas, presentando un informe a las Naciones Unidas, cada cuatro años, con un abanico de todos los principales logros y obstáculos en su aplicación. Contemporáneamente,  presentan también sus consideraciones en informes complementarios las ONG de la infancia, UNICEF y otros organismos de la ONU. Y lo mismo hace el Comité de los derechos de los niños “para apoyar a los Estados, y garantizar este ejercicio” que después de examinar cada uno de los informes y las respuestas obtenidas en sus sesiones, expresa sus preocupaciones y recomendaciones al Estado parte.

España presentó al Comité su cuarto informe, en 2008, mientras que UNICEF
 en España lo hizo en el 2011. En él, si bien se reconoce que la Convención ha contribuido a generar logros y cambios importantes en muchos aspectos de la infancia
, quedan todavía muchos desafíos pendientes, causa de los preocupantes indicadores relacionados con la calidad de la enseñanza y los resultados educativos en España.

Se  destaca la falta de protagonismo de la infancia en la agenda política y social de España y sigue habiendo un importante déficit en participación infantil; de hecho, existen muy pocos órganos creados especialmente para escuchar la opinión de los niños, presentes sólo a nivel municipal. El Comité destaca, también, la dispersión de competencias sobre temas de infancia entre las distintas administraciones (e, incluso, entre los distintos departamentos de una misma administración) lo que hace que se produzcan importantes diferencias, a la hora de aplicar la Convención a niños y adolescentes, según su lugar de residencia. Podríamos preguntarnos, por ejemplo, si es igual el trato que recibe un niño “con necesidades especiales” en Castilla-La Mancha respecto de un niño que vive en el País Vasco.

Falta, además, un procedimiento uniforme para determinar cuál es el interés superior del niño, cuando tenemos que valorarlo en decisiones administrativas o judiciales que tienen impacto en los niños;  así como cuando no es garantizado su derecho a ser escuchado en los procedimientos administrativos y judiciales que les afectan.

Por último, el Comité detecta un bajo desarrollo de los procesos de participación de los niños y adolescentes en los centros escolares, especialmente, en la educación primaria, donde al fracaso y al acoso se suma, también, una consistente discriminación hacia los niños con discapacidad, víctimas, principalmente, de fenómenos de violencia. Recordamos, además, que la violencia no es sólo física sino que muchas veces es verbal, indirecta, psíquica, reiterada y sutil.

El Comité sobre los Derechos del Niño ha sido, también, el órgano -creado en virtud de un tratado- que ha desarrollado una actividad más intensa en la esfera de los derechos humanos y la discapacidad
. En efecto, en septiembre de 2006 (casi en paralelo a la adopción de la CDPD, por parte de la Asamblea General de las Naciones Unidas) el Comité de los Derechos del Niño aprobó la Observación General n.9, donde desarrolla una serie de recomendaciones, con el objetivo de “paliar” la situación que muchos niños con discapacidad viven en el mundo. En esta observación, el Comité expresa su preocupación por la falta, en particular, del desarrollo del artículo 23 de la CDN y del artículo 2 -que establece el principio de no discriminación- destacando que, entre los ámbitos de discriminación de los que habla el Comité en esta observación, se encuentran el entorno educativo, considerando que:

La falta de una educación y formación profesional apropiadas los discrimina negándoles oportunidades de trabajo en el futuro. El estigma social, los temores, la sobreprotección, las actitudes negativas, las ideas equivocadas y los prejuicios imperantes contra los niños con discapacidad siguen siendo fuertes en muchas comunidades y conducen a la marginación y alienación de los niños con discapacidad
.
3.1.2) La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD).

España se adhirió a la Convención el 30 marzo del 2007, y depositó su ratificación el 3 de diciembre del 2007 (día internacional de las personas con discapacidad). Tras su ratificación por el Parlamento y publicación en el BOE, el 21 abril del 2008, pasó a formar parte del Derecho Español, desde el 3 de mayo del 2008.

La CDPD parte de un modelo social de la discapacidad que considera la discapacidad como un producto de la sociedad. Sus normas, por lo tanto, se fundamentan en el modelo social de la discapacidad
, el cual comporta un nuevo modo de entender a la discapacidad y el fin que con ella se persigue, que es garantizar que todas las personas alcancen su potencial.

Según su artículo 1, por personas con discapacidad se entiende a todas aquellas personas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo, las cuales, al interactuar con diversas barreras físicas o de actitudes negativas, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad.

Esta claridad de los redactores de la Convención, en cuanto a que la discapacidad debe ser vista como el resultado de la interacción entre una persona y su entorno, y no algo que reside en el individuo, como resultado de una deficiencia, tiene una consecuencia: la Convención está reconociendo que la discapacidad es un concepto que evoluciona y que, por lo tanto, puede adaptarse a la legislación, a medida que se vayan produciendo cambios positivos en la sociedad y con el fin de reflejar dichos cambios.

El concepto clave a entender es: 
(…) cómo son las barreras de actitud y ambientales existentes en la sociedad que pueden impedir el disfrute de los derechos humanos por parte de las personas con discapacidad, en la misma manera un niño con una discapacidad intelectual puede tener dificultades en la escuela por las actitudes que tienen hacia él sus profesores, los equipos directivos inflexibles, o unos padres incapaces de adaptarse a estudiantes con diferentes capacidades de aprendizaje
.

En el caso de los niños y niñas, la discapacidad se presenta cuando hay ausencia o limitaciones de ciertas capacidades necesarias para realizar alguna actividad que el resto de los niños y niñas de la misma edad pueden realizar sin dificultad; pero es importante saber que la discapacidad se acentúa cuando los niños no tienen los apoyos necesarios para funcionar en la sociedad.

La CDP contiene muchos artículos dedicados a los niños y a las niñas. Ya hemos afirmado que, en este tratado, se produce la confluencia de dos modelos: el del niño y del modelo de la discapacidad. 

A continuación, analizaremos los artículos directamente relacionados con la educación inclusiva, con el fin de evidenciar las normas de la CDPD que más directamente son violadas, en caso de que se niegue a un niño el ejercicio de su derecho a la ecuación inclusiva. También, en este caso, vale acotar la existencia de una relación de interdependencia entre todos estos artículos. 
La Convención no crea derechos nuevos; simplemente quiere garantizar que las personas con discapacidad disfruten de sus derechos, en condiciones de igualdad con los demás.

En el artículo 5 se consagra el principio de no discriminación, piedra angular de la Convención y de todo el edificio de derechos humanos y que -se subraya- debe ser entendido, también, con respecto a los menores con discapacidad. En virtud del artículo 7, ellos también tienen derecho a no ser discriminados en razón de su discapacidad, en el sentido siguiente:

1. Los Estados Partes tomarán todas las medidas necesarias para asegurar que todos los niños y las niñas con discapacidad gocen plenamente de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas.

2. En todas las actividades relacionadas con los niños y las niñas con discapacidad, una consideración primordial será la protección del interés superior del niño.

En el artículo 7, apartado 2, se afirma el principio del interés superior del niño (ya previsto en el artículo 3.1 de la CDN), así: “En todas las actividades relacionadas con discapacidad, una consideración primordial será la protección del interés superior del niño”.

Esto significa que, en virtud de este principio jurídico garantista, en todas las decisiones que deben adoptarse y que afecten a los menores de edad, el interés superior del niño debe primar sobre cualquier otro interés legítimo.

Y, en el caso de un niño con discapacidad, es sólo a través de las medidas de apoyo específicas y estables que se puede situar mejor el interés del niño, porque: “son las necesidades concretas de apoyo que pueden iluminar mejor cual es el interés superior del niño concreto, más que el hecho en sí de presentar discapacidad”
.

En el artículo 7.3 se considera la necesidad que los Estados Partes garanticen que los niños y las niñas con discapacidad tengan derecho a expresar su opinión libremente, sobre todas las cuestiones que les afecten, opinión que recibirá la debida consideración, teniendo en cuenta su edad y madurez, en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, y a recibir asistencia apropiada con arreglo a su discapacidad y edad para poder ejercer ese derecho.

Resulta también relevante el artículo 8, sobre la toma de conciencia en virtud del cual los Estados se comprometen a tomar medidas para luchar contra los estereotipos contra las personas con discapacidad y sensibilizar a la sociedad.

El artículo que habla del derecho a al educación es el 24, el cual, en cada parte, tiene que ser interpretado de conformidad con los principios generales recogidos en el artículo 3 de la Convención; mas (otra vez), cuando se trata de niños, una consideración primordial a dicha interpretación será la protección del interés superior del niño (artículo 7.2).

Se afirma, también, que es necesaria la incorporación del concepto de igualdad de oportunidades y no discriminación, con mención explícita a que la denegación del ajuste razonable supone discriminación por discapacidad.

Es preciso recordar que el derecho a la educación ha sido configurado desde una perspectiva de derechos humanos, de acuerdo con el modelo social de la discapacidad; esto significa que, a través de él, se demanda no excluir, por motivo de discapacidad, y que se deben respetar algunos principio básicos, los cuales son: la dignidad de la persona, la autonomía individual, la libertad de tomar las propias decisiones; el principio de no discriminación e igualdad de oportunidades
;  la participación e inclusión plena en la sociedad; la accesibilidad; y, la protección del interés superior del niño, cuando se refiere a los niños y niñas con discapacidad
. El derecho a la educación inclusiva pertenece a todas las personas con discapacidad, sin excepciones.

Es importante mencionar el contexto en el que se sitúa el artículo 24, porque nos permite delimitar el concepto de educación inclusiva que la Convención no define. Se trata de un concepto ya desarrollado a nivel internacional, a partir de la Declaración del 1948
, pero que se encuentra recopilado explícitamente sólo en el Informe del 2007 del Relator Especial para el Consejo de Derechos Humanos de la ONU. La educación inclusiva es un proceso hacia el cual tenemos que dirigirnos y que se considera compatible con el principio de no discriminación e igualdad de oportunidades. Cualquier norma o práctica que suponga forzar a un alumno a matricularse en una escuela no inclusiva o segregativa, es contrario a ello. Se puede también decir que el derecho a la educación inclusiva corresponde a todas las personas, sin excepciones, no solamente a las que presenten algunas deficiencias, en virtud del principio de que juntos se aprende a desarrollar mejor el respeto mutuo. Según la UNESCO, se trata de un proceso que llama a la presencia, pertinencia y éxito de todos los alumnos.

La Convención marca un cambio de enfoque hacia la discapacidad: nos lleva a cuestionarnos la manera cómo entendemos las barreras que discapacitan a las personas con deficiencia y, en este sentido, impone también a los Estados obligaciones muy concretas; por ejemplo, en materia de garantizar el acceso a la educación en igualdad de condiciones, a lo largo de la vida y en materia de apoyo.

Según su primer apartado: 

Los Estado Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la educación. Con miras a hacer efectivo este derecho, sin discriminación y sobre la base de igualdad de oportunidades, los Estados Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a todos los niveles, así como la enseñanza a lo largo de la vida, a fin de:

a) Desarrollar plenamente el potencial humano y el sentido de la dignidad y la autoestima y reforzar el respeto por los derechos humanos, las libertades, fundamentales y la diversidad humana;

b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad de las personas con discapacidad, así como sus aptitudes mentales y físicas; y,

c) Hacer posible que las personas con discapacidad participen de manera efectiva en una sociedad libre.

La CDPD abarca muchos aspectos de la educación, en diferentes etapas de la vida, y su prioridad es lograr establecer que los niños con discapacidad asistan a la escuela en todos sus niveles. De hecho, en su segundo apartado hace constar que la mejor forma de alcanzar este logro es justamente concentrarse en el mejor interés del niño.

Su segundo apartado prevé que: 

Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes asegurarán que:

a) Las personas con discapacidad no queden excluidas del sistema general de educación por motivos de discapacidad, y que los niños y niñas con discapacidad no queden excluidos del sistema de enseñanza primaria gratuita y obligatoria ni de la enseñanza por motivos de discapacidad;

b) Las personas con discapacidad puedan acceder a: una educación primaria y secundaria inclusiva, de calidad y gratuita en igualdad de condiciones con los demás, en la comunidad en que vivan; que se hagan ajustes razonables en función de las necesidades individuales; se preste el apoyo necesario a las personas con discapacidad, en el marco del sistema general de educación, para facilitar su formación efectiva; se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en entornos que fomenten al máximo el desarrollo académico y social de conformidad con el objetivo de la plena inclusión.

Por ajustes razonables se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás. Es muy importante, porque esto comporta que el Estado y el sector privado sean obligados a tomar las medidas de ajuste
, en los casos particulares, y siempre que estas medidas no importen una carga desproporcionada.

Se afirma, en este apartado, que la educación tiene que ser de calidad, inclusiva, gratuita y en condición de igualdad con los demás, para lo cual se establecen obligaciones muy concretas.

En su tercer apartado se establece que: 
Los Estados Partes brindarán a las personas con discapacidad la posibilidad de aprender habilidades para la vida y desarrollo social, a fin de proporcionar su participación plena y en igualdad de condiciones en la educación y como miembros de la comunidad. A este fin, los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes, entre ellas:

a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alternativa, otros modos, medios y formatos de comunicación aumentativos o alternativos y habilidades de orientación y de movilidad, así como la tutoría y el apoyo entre pares;

b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la promoción de la identidad lingüística de las personas sordas;

c) Asegurar que la educación de las personas, y en particular los niños y la niñas ciegos, sordos o sordo ciegos se imparta en los lenguajes y los modos y medios de comunicación más apropiados para cada persona y en entornos que permitan alcanzar su máximo desarrollo académico y social.

Se trata de medidas específicas para garantizar una educación de calidad e inclusión a determinados grupos de personas con discapacidad que precisan de apoyo específicos.

En su cuarto apartado, se establece que: 

A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para emplear a maestros, incluidos maestros con discapacidad, que estén cualificados en lengua de señas o profesionales y personal que trabajen en todos los niveles educativos. Esa formación incluirá la toma de conciencia sobre la discapacidad y el uso de modos, medios y formatos de comunicación aumentativos y alternativos apropiados, y de técnicas y materiales educativos para apoyar a las personas con discapacidad. 

Se trata de medidas concretas adoptadas por el profesorado, que tienen como fin permitir la participación plena, en igualdad de condición con los demás, fomentar la inclusión.

Según el quinto apartado: 

Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso general a la educación superior, la formación profesional, la educación para adultos y el aprendizaje durante toda la vida sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. A tal fin, los Estados partes asegurarán que se hagan ajustes razonables para las personas con discapacidad. 

Aquí se considera a las necesidades educativas de un gran número de adultos y jóvenes con discapacidad que no han sido educados o que lo han sido de manera insuficiente, y se reconoce la importancia del aprendizaje a lo largo de la vida.

En este artículo hay un cambio de enfoque fundamental: los Estados Partes, a partir del reconocimiento del derecho a la educación de las personas con discapacidad, se comprometen a asegurar “un sistema de educación inclusivo a todos los niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida”. 

Consecuentemente, la educación inclusiva, para esta Convención, se convierte en la opción educativa para las personas con discapacidad. Para hacer efectivo este derecho, se busca que los Estados Partes tomen distintas medidas y entre ellas, cabe destacar:

· Asegurar que no haya más exclusión de las personas con discapacidad del sistema general de educación, situación que prevalece, hoy en día, tanto en la escuela primaria como secundaria.

· Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a una educación primaria y secundaria inclusiva, de calidad y gratuita, en igualdad de condiciones, en la comunidad en que vivan, lo cual significa un importante cambio del enfoque, con respecto al segregativo y de mala calidad que ha dominado y domina en la educación ofrecida a las personas con discapacidad, e implica cambios en las políticas y designación de recursos, para que los educadores puedan responder, con calidad, a la demanda educativa creciente. Se quiere, con esto, superar la oferta de una educación que impida la participación y el desarrollo social de los educandos con discapacidad.

· Asegurar que se realicen ajustes razonables, en función de las necesidades individuales. Tales ajustes incluyen la accesibilidad de las instalaciones educativas (tanto para llegar a ellas, como para desplazarse en su interior y utilizar todos sus servicios), la accesibilidad en el mobiliario y equipo (si cuentan con computadoras, garantizar que hallan accesibles, por ejemplo). Asimismo, estos ajustes incluyen adecuaciones curriculares, que deben de realizarse con criterios técnicos.

Por otra parte, en el mismo artículo 24 se atiende el tema de la “educación para la vida”, más allá del ámbito de la educación formal contemplada anteriormente. Ésta se recoge en el compromiso que adquieren los Estados Partes de brindar a las personas con discapacidad “la posibilidad de aprender habilidades para la vida y desarrollo social, a fin de propiciar su participación plena y en igualdad de condiciones en la educación y como miembros de la comunidad.”

Entre las medidas que se incluyen están facilitar la enseñanza y el aprendizaje del Braille, la lengua de señas del país y otros medios y técnicas de escritura y comunicación, que les serán necesarias a las personas con discapacidad que lo requieran, tanto para los procesos educativos formales, como para su interacción social. 

Debe indicarse que en la Convención se establece la posibilidad de abrir programas educativos especiales, en virtud del tipo de discapacidad, pero evitando cualquier tipo de segregación, ya que lo que se busca es el máximo desarrollo académico y social de las personas con discapacidad. Eso se desprende de la cláusula que en este artículo 24 busca asegurar, particularmente, que la educación que reciban “los niños y las niñas ciegos, sordos o sordo-ciegos se imparta en los lenguajes y los modos y medios de comunicación más apropiados” para ellas y ellos y que se realice “en entornos que permitan alcanzar su máximo desarrollo académico y social.”

Igualmente, se incluye una disposición por medio de la cual los Estados Partes deben asegurar que las personas con discapacidad “tengan acceso general a la educación superior, la formación profesional, la educación para adultos y el aprendizaje durante toda la vida sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás.”

3.1.3) El derecho a la educación de las personas con discapacidad, según el Informe del Relator Especial sobre el derecho a la educación (2007).

Con la resolución 1998/33, la Comisión de Derechos Humanos estableció el mandato del Relator Especial sobre el derecho a la educación. En el 2007, él dedicó su tercer mandato anual sobre el derecho a la educación a un tema específico: el derecho de las personas con discapacidad a una educación inclusiva, en el marco de su atención privilegiada hacia las poblaciones discriminadas, “entre las cuales las personas con discapacidad figuran como uno de los grupos más afectados por la exclusión educativa”
.

El primer párrafo del primer capítulo es dedicado al derecho a la educación inclusiva de las personas con discapacidad y nos pone frente a una verdad indudable: 
Es indiscutible que las personas con discapacidad de ambos sexos y de todas las edades tienen derecho a la ecuación. Lamentablemente es también indiscutible que en la actualidad está muy generalizada la práctica de no reconocer este derecho a un número desproporcionado de personas con discapacidad de ambos sexos y de todas las edades en la mayor parte del mundo
.  
De una parte, se pone de relieve que el paradigma educativo conocido como ecuación inclusiva ha sido promovido merced a la alianza entre los movimientos de “derechos humanos” y de los “discapacitados”; y, de la otra, se precisa que la educación inclusiva se basa en el principio de que siempre que sea posible, todos los niños deben estudiar juntos, sin establecer ningún tipo de diferencias. Los niños con necesidades especiales deben tener acceso al sistema de educación general y deben encontrar acomodo en él, mediante una pedagogía centrada en el niño. Se marca el hecho que la educación inclusiva tiene en cuenta la diversidad existente entre los alumnos y lucha contra actitudes discriminatorias y considera las diferencias individuales como otras tantas oportunidades para enriquecer la enseñanza para todos.

Es importante la afirmación de que “la educación inclusiva aspira a ser un modelo sistémico y sistemático
” que  cuestiona le educación tradicional- patriarcal, utilitarista, segregada, y que busca construir un modelo de educación “pertinente y apropiada para las personas con discapacidad”. En la realidad, se constata que hay otro paradigma, el de la educación especial. Se trata, en este caso, de la práctica de separar a los estudiantes con discapacidad en “escuelas especiales”, en el entendido de que las personas con discapacidad no pueden ser educados, produciéndose de tal manera marginación y estereotipos.
En virtud de tal práctica, se renuncia a incluir a los estudiantes con discapacidad y se expulsa a los estudiantes que resulta difícil educar. Se constata, además, que en algunos países hay una “integración” educativa que a menudo se presenta como un sustituto de la inclusión. Aquí el problema surge porque la integración en las escuelas regulares, sin los correspondientes cambios estructurales (como planes de estudios, estrategias didácticas, organización), es inútil. 

En particular, se rechaza la educación especial, porque no es eficaz y no respeta a los derechos humanos, mientras que el componente fundamental del derecho a la educación de los estudiantes con discapacidad es el verdadero acceso, con modificación del entorno físico, para neutralizar los factores externos que limitan el acceso a la educación.

En fin, se recuerda que hay que concebir la educación inclusiva desde una perspectiva expansiva “a lo largo de la vida” y que “los Estados deben respetar la libertad de los padres para elegir un centro escolar para el hijo discapacitado y el derecho de esos niños a expresar sus propias opiniones y a ser escuchados”.

El Relator Especial, pues, presenta el marco normativo aplicable en materia de educación inclusiva “aunque en esos instrumentos no se hace referencia explícita a la educación inclusiva, algunos elementos del derecho a la educación implícitamente son útiles para promover el concepto
”: (i) la Declaración Universal de 1948; (ii) la Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en el Esfera de la Enseñanza en 1960; (iii) el artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1996
; (iv) los artículos 28, 29, 23 de la Convención sobre los Derechos de los Niños; (v) la Conferencia Mundial sobre le Educación para Todos, celebrada en 1990 en Jomtien (Thailandia)
; (vi) las Normas Uniformes en 1993; (vii) la Declaración de Salamanca en 1994; (viii) el Foro Mundial sobre la Educación, celebrado en Dakar, en abril de 2000; (ix) la Observación n.9/2006 del Comité sobre los Derechos de los Niños; y, (x) la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad.
La normativa en materia de derechos humanos, entonces, impone a los Estados tres amplias obligaciones, en relación con el derecho a la educación, si bien el Relator subraya que, por hacer efectiva la participación inclusiva, es necesaria la colaboración de una amplia gama de sujetos que operan en el sistema educativo; mas tienen que cambiar “los valores” fundantes. Es preciso otorgar, de un lado,  autonomía a las autoridades locales para que puedan adoptar decisiones sobre la accesibilidad y la inclusión; y, del otro, hay tres grupos que tienen que promover y proteger el derecho a la educación inclusiva: los padres, las comunidades y los maestros, por los cuales resulta imprescindible una capacitación continua y una actitud de tolerancia.

Las tres obligaciones específicas contraídas por los Estados, en virtud de los tratados son las siguientes: (i) no deben obstaculizar el disfrute del derecho a la educación inclusiva; (ii) deben proteger, contra todo tipo de discriminación, a las personas con discapacidad; y, (iii) deben tomar medidas concretas, aprovechando al máximo sus recursos disponibles y deben velar por la existencia de marcos normativos y políticos estructurados y eficaces.

El Relator subraya que es preciso que, a nivel nacional y a nivel internacional, siga la obra de vigilar que el derecho a la educación inclusiva sea efectivo. En particular, a nivel nacional, esta tarea recae en los tribunales, las instituciones nacionales de derechos humanos, los tribunales administrativos
, los expertos y académicos.

3.1.4) Observaciones del Comité de la CDPD.

Es importante recordar que el Comité de la ONU de las personas con discapacidad hizo al Estado Español varias recomendaciones sobre la evaluación de la implementación de la CDPD. En el último informe del 2011, emitido en virtud del artículo 35 de la CDPD, se destaca que, en virtud del artículo 7 de la misma CDPD, España debe incrementar los esfuerzos para promover y proteger los derechos de los niños con discapacidad, y llevar a cabo investigaciones sobre la violencia contra ellos, y adoptar medidas para erradicar la infracción y violación de sus derechos
.

El Comité revela que España sigue violando el contenido del artículo 24 de la Convención. En particular, la denegación de ajustes razonables constituye una discriminación, mientras que el deber de realizarlos es de aplicación inmediata y no es susceptible de realización progresiva.  

Así, recomienda a España: (i) incrementar sus esfuerzos para realizar los ajustes razonables en educación, la asignación de recursos financieros y humanos suficientes para aplicar el derecho a la educación inclusiva; (ii) asegurar que la decisión de derivar a los niños con discapacidad a una escuela especial o a clases especiales, o de ofrecer únicamente un programa de estudio estándar reducido, sea tomada bajo consulta con los padres; (iii) asegurar que los padres de niños con discapacidad no estén obligados a pagar por la educación o por las medidas de ajustes razonables en las escuelas regulares; y, (iv) asegurar que las decisiones sobre la derivación de los niños a ambientes segregados puedan ser recurridas de manera rápida y eficaz.

Una vez ratificada la Convención, las obligaciones que se estipulan en ella deben incorporarse en el ordenamiento jurídico nacional. Podemos destacar que la CDPD ya pone de relieve las medidas que los Estados tienen que tomar para prestar apoyo a la inclusión de las personas con discapacidad. Sin embargo, hay que considerar que, si bien por principio de Derecho Internacional Público el tratado prevalece respecto de cualquier normativa, en virtud de su rango normativo de preminencia, respecto al ordenamiento interno español, la CE no reconoce al tratado un rango jerárquico superior a la ley y establece, además, que, “eso significa que en España las personas particulares pueden invocar antes los jueces y tribunales españoles los derechos que les reconozca cualquier tratado, una vez que dicho tratado se haya concluido válidamente por el Estado español y se encuentren publicado”
.

Por lo tanto, las “fricciones” entre la Convención y las normas internas deben ser resueltas por las personas que aplican las normas, interpretándolas de acuerdo con la Convención. Aquí, se destaca otra vez la importancia de este instrumento normativo, de su conocimiento y de su difusión
.

3.2) Análisis de la legislación interna.
A partir del momento en que se adhirió a la CDPD y la ratificó, el Estado español se obligó a garantizar
 en su legislación los derechos establecidos en la Convención, ya fuera mediante la modificación de aquellas normas que podían ser obstáculo a la inserción de tales derechos, así como la aplicación de diversas herramientas, con el propósito de garantizar el ejercicio de los derechos regulados en ella
.

Por lo anterior, para poder determinar si el Estado español ha cumplido con la inserción de los derechos incorporados en la Convención, en este aparte se analizará la actual normativa del ordenamiento jurídico educativo español, tanto a nivel estatal como a nivel autonómico, en la Comunidad de Castilla-La Mancha. 

Concretamente, se abordará y estudiará el tema de la educación inclusiva, como componente inherente de la educación, con el propósito de verificar si la regulación general y específica de atención al alumnado con necesidades educativas especiales de la Comunidad de Castilla-La Mancha, está siendo interpretada
 acorde con lo regulado en la CDPD.

El marco legislativo general que rige el sistema educativo español del alumnado con necesidades educativas especiales
 en la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha -y que es aplicable al caso que se presentará en el Capítulo 4- se encuentra conformado por la CE, la LOE, de 3 de mayo de 2/2006, y demás leyes educativas de la referida Comunidad Autónoma, entre las cuales se encuentran: 

1. La Ley de Educación 7/2010, de 20 de julio, de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha; 

2. El Decreto 138/2002 por el que se ordena la respuesta educativa a la diversidad del alumnado en la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha; y, 

3. La Resolución de la Dirección General de Igualdad y Calidad en la Educación, por la que se aprueban instrucciones para el desarrollo de fórmulas mixtas, de 18/10/2004.

Existe un reconocimiento jurídico formal a favor de las personas con discapacidad
, que se ha encargado de velar por el impulso y el libre ejercicio de sus derechos, entre los cuales se encuentra el derecho de acceder libremente a la educación.  

Así, el artículo 27 de la CE
 reconoce la educación como derecho fundamental y regula los principios básicos que conducen al derecho que tienen todos los ciudadanos a la educación, sin discriminación alguna (el derecho a la igualdad ante la ley, está previsto en el artículo 14 del mismo cuerpo legal), lo que obliga a que los poderes públicos (la administración del Estado así como las Comunidades Autónomas
)
 se supediten en promover, mediante diversos mecanismos, su pleno desarrollo y accesibilidad a favor de todos los ciudadanos, incluyendo a aquellos con necesidades especiales
, siendo orientado a través del libre desarrollo de la personalidad humana
, del respeto a los principios democráticos de convivencia y de los derechos y libertades fundamentales. 
Como consecuencia, es mediante la educación inclusiva que se logra el estricto cumplimiento y respeto del contenido esencial del derecho fundamental de la educación, pues ésta supone que todos los niños que requieren de necesidades educativas especiales accedan, en igualdad de condiciones, a la escuela ordinaria teniendo como objetivo primordial el libre desarrollo de su personalidad, siempre que se ofrezcan los diversos sistemas de apoyo personalizados, en ambientes que impulsen al máximo su desarrollo académico y social. 

Habida cuenta, la LOE (ley que se encarga de desarrollar lo establecido en el artículo 27 de la CE), en su exposición de motivos señala:

(…) Para la sociedad, la educación es el medio de transmitir y, al mismo tiempo, de renovar la cultura y el acervo de conocimientos y valores que la sustentan, de extraer máximas posibilidades de sus fuentes de riqueza, de fomentar la convivencia democrática y el respeto a las diferencias individuales, de promover la solidaridad y evitar la discriminación, con el objetivo fundamental de lograr la necesaria cohesión social (…).

(…)  es necesario mejorar la calidad de la educación, pero también de que ese beneficio debe llegar a todos los jóvenes, sin exclusiones. Como se ha subrayado muchas veces, hoy en día se considera que la calidad y la equidad son dos principios indisociables. Algunas evaluaciones internacionales recientes han puesto claramente de manifiesto que es posible combinar calidad y equidad y que no deben considerarse objetivos contrapuestos (…) (destacado nuestro).

(…) Se trata de conseguir que todos los ciudadanos alcancen el máximo desarrollo posible de todas sus capacidades, individuales y sociales, intelectuales, culturales y emocionales para lo que necesitan recibir una educación de calidad adaptada a sus necesidades. Al mismo tiempo, se les debe garantizar una igualdad efectiva de oportunidades, prestando los apoyos necesarios, tanto al alumnado que lo requiera como a los centros en los que están escolarizados. En suma, se trata de mejorar el nivel educativo de todo el alumnado, conciliando la calidad de la educación con la equidad de su reparto (…) (destacado nuestro). 

Asimismo, el artículo primero de la ley en mención, destaca los principios de la educación, dentro de los cuales sobresalen los siguientes: 

1. La calidad de la educación; 

2. La equidad que garantice la igualdad de oportunidades, inclusión educativa y no discriminación; 

3. La flexibilidad para adecuar la educación a la diversidad de aptitudes, intereses, expectativas y necesidades del alumnado; y, 

4. El esfuerzo compartido, entre otros. 

Como puede advertirse, la referida ley, en su exposición de motivos, señala como punto clave, para la calidad de la educación y la inclusión educativa, la colaboración del conjunto de la sociedad, la igualdad de oportunidades, así como la promoción de la solidaridad y la no discriminación. Así, el Tribunal Constitucional de España, al referirse a los principios de la educación, ha manifestado que:

(…) el mandato de su consecución es el principio constitucional al que sirve la imposición normativa del deber de escolarización en el marco de la enseñanza básica obligatoria (arts. 9.2 LOCE y 4.2 LOE). Un principio, por lo demás, que no solo opera como directriz que la Constitución impone a los poderes públicos, y muy singularmente al legislador (arts. 27.2, 4, 5 y 8 CE), sino que integra el contenido de la dimensión prestacional del derecho de los niños a la educación (art. 27.1 CE).

Continuando con el estudio de los principios rectores que regulan el derecho a la educación, el artículo 4 de la Ley de Educación 7/2010, de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
, hace una general señalización de tales principios. No obstante, es hasta en el artículo 120.1 que pone de manifiesto los principios rectores aplicables para el alumnado con necesidades educativas especiales, enfatizando que: “La respuesta a la diversidad del alumnado se regirá por los principios de igualdad de oportunidades y acceso universal, normalización, inclusión escolar e integración social, flexibilidad, interculturalidad y coordinación entre administraciones”.

Como se puede notar, la ley sujeta a análisis recoge los principios educativos válidos para poner en práctica la educación inclusiva.  Asimismo, en su articulado se atribuyen aspectos positivos, tales como la aceptación expresa de los derechos del alumnado
; la participación de las familias en las decisiones que se tomen en el centro educativo (teniendo voz y voto con relación al sistema y a los procesos de aprendizaje de sus hijos)
; la incorporación de personal de atención educativa complementaria para el alumnado con necesidades educativas especiales
, así como la respuesta a la diversidad
, todo ello con el propósito de enriquecer la perspectiva de la educación inclusiva a todo el alumnado que lo requiera, dentro de un marco de igualdad. 

Ahora bien, el Decreto 138/2002 por el que se ordena la respuesta educativa a la diversidad del alumnado en la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, en su exposición de motivos, señala que: 

Las diferencias personales por discapacidad permanente o temporal, sobredotación intelectual, situación social, económica, geográfica, étnica, lingüística, cultural y de salud no pueden ser un obstáculo para el desarrollo de todas las dimensiones personales del alumnado.  El sistema educativo de Castilla-La Mancha debe ser capaz, a través de un currículo flexible y comprensivo, de dar una respuesta adaptada, habilitadora y compensadora de las diferencias individuales del alumnado en el marco normalizado del centro y de la comunidad educativa para que puedan desarrollar su vida en condiciones de calidad.

Asimismo, el artículo 4.1 del mismo cuerpo legal, al referirse sobre los principios que deben regir para dar respuesta a la diversidad del alumnado, señala los siguientes:

1. Normalización;  

2. Integración e inclusión escolar; 

3. Compensación y discriminación positiva;  y, 

4. Habilitación e interculturalidad.  

Mediante tales principios, la referida ley ordena la elaboración de un Plan de Atención a la Diversidad, a través del cual debe incorporarse un conjunto de medidas  generales, con la finalidad de dar una respuesta educativa adaptada al alumnado del centro, en su singularidad, por medio de un currículo abierto y flexible
. 

Entre tales medidas se encuentran las siguientes:  (i) el desarrollo de la orientación personal, escolar y profesional; (ii) el desarrollo del espacio de optatividad y opcionalidad en la educación secundaria obligatoria y postobligatoria; (iii) la organización de los contenidos de las áreas en ámbitos más integradores; (iv) la puesta en marcha de metodologías que favorezcan la individualización y el desarrollo de estrategias cooperativas y de ayuda entre iguales; (v) la adaptación de materiales curriculares al contexto y al alumnado; (vi) el trabajo cooperativo del profesorado y la participación de dos o más profesores, en el mismo grupo, en algunas actividades o desdobles de grupos en otras (tutores)
; (vii) la permanencia de un año más en un curso, ciclo o etapa, de acuerdo con lo que la normativa establezca; y, (viii) el desarrollo de programas de absentismo escolar, de educación en valores, de hábitos sociales, de acceso al mundo laboral y transición a la vida adulta, entre otras. 

Para situaciones más específicas, el referido Decreto contempla la aplicación de medidas extraordinarias, las cuales consisten en introducir modificaciones en el currículo ordinario, para adaptarse a la singularidad del alumnado
, y que exigen la evaluación psicopedagógica y el dictamen de orientación
 de los responsables
. 

Por último, el Decreto, en su Capítulo II, artículo 14.a, señala expresamente que todos los centros docentes sostenidos con fondos públicos se encuentran obligados a admitir a los alumnos con necesidades educativas especiales y  que, con la colaboración de la Consejería competente en materia de educación, deberán
: 

1) Promover la formación del profesorado en estrategias de atención a la diversidad y el asesoramiento de los servicios de apoyo a los centros y de la Inspección de Educación;  

2) Propiciar la participación de los representantes legales de los alumnos y, en su caso, los propios alumnos, tanto en la decisión que afecte a su escolarización como en las que afecten a la respuesta educativa a sus necesidades específicas
; 

3) Promover el desarrollo de programas familia-escuela que faciliten la comunicación y formación en técnicas y procesos de ayuda a la labor educativa con los hijos e hijas con necesidades educativas especiales; y,

4) Promover la creación de una comisión de seguimiento, en el marco provincial de la respuesta escolar al alumnado con necesidades educativas especiales, contando con la participación de las federaciones de padres y madres de alumnos y alumnas de entidades sin ánimo de lucro que trabajen en ese medio.  

Los principios y normativa regulada en la CE, la LOE, la Ley 7/2010 de Educación de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, así como en el Decreto 138/2002 de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, exponen que la actividad educativa tendrá como finalidad el pleno desarrollo de la personalidad del alumno, tanto individuales, sociales y culturales, así como intelectuales, la promoción de la equidad y solidaridad, el respeto a las diferencias individuales y la no discriminación; pero, sobre todo, el reconocimiento de la inclusión escolar como derecho fundamental. 

Si bien es cierto que tales normativas reconocen expresamente a la educación inclusiva, como un derecho inherente a la educación (derecho fundamental), con el propósito de obtener el libre desarrollo de la personalidad del alumnado, es cierto también que en diversos artículos de las legislaciones ut supra, surgen ciertas contradicciones a dichos principios y regulaciones, situación que analizaremos a continuación. 

Por una parte, en el artículo 3.8 de la LOE se manifiesta que “las enseñanzas se adaptarán al alumnado con necesidad específica de apoyo educativo”; no obstante, los procedimientos para determinar el tipo de escolarización que recibirá el alumno no se encuentran lo suficientemente afianzados, por lo que es el alumnado el que debe adaptarse al tipo de escolarización que reciba y no de manera inversa. 

A partir del artículo 71 y siguientes de la LOE (Título II “Equidad en la Educación”), se regula la necesidad específica de apoyo al alumnado que requiera una atención educativa diferente a la ordinaria, por diversas circunstancias (necesidades educativas especiales, dificultades específicas de aprendizaje, altas capacidades intelectuales, entre otros).

En el apartado que se refiere a la escolarización del alumnado que presenta necesidades educativas especiales (artículo 74.1),  se pone de manifiesto que en aquellos casos en los que los centros ordinarios no puedan atender a las necesidades educativas especiales de los  alumnos que lo requieran, pueden ser escolarizados en  unidades o centros de educación especial
 .

El artículo 120.2.b, de la Ley de Educación 7/2010 de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, establece que: 
De acuerdo con estos principios, la diversidad se entiende como un valor, y las medidas estarán regidas por los siguientes criterios y procedimientos: (…) b) La escolarización en el entorno más normalizado y, excepcionalmente, en un entorno específico cuando las necesidades educativas especiales no puedan ser atendidas en el marco de las medidas dispuestas en los centros ordinarios.   

Asimismo, el artículo 124 del mismo cuerpo legal señala: que “El alumnado con necesidades educativas especiales más significativas podrá escolarizarse en un centro ordinario en aulas de educación especial, en un centro específico de educación especial o mediante una escolarización combinada entre ambas modalidades”. 

Por último, el artículo 125 de la referida ley regula tres opciones de centros de educación: centro de educación especial
, unidades de educación especial en centros ordinarios
 y la escolarización combinada entre centros ordinarios y centros de educación especial
.  

En el Capítulo III, artículo 14.c del Decreto 138/2002 por el que se ordena la respuesta educativa a la diversidad del alumnado en la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, al adentrarse en el tema de los centros de educación especial
, señala que:

(…) Cuando la evaluación psicopedagógica y el dictamen de escolarización determinen la necesidad de una adaptación significativa asociada a discapacidades físicas y sensoriales podrá ser escolarizado en aquellos centros docentes que dispongan de los recursos adecuados a sus necesidades.  Asimismo, cuando las adaptaciones curriculares sean muy significativas se realizará en unidades de educación especial en centros ordinarios que impartan enseñanzas de régimen general o en los centros de educación especial.  Cuando las circunstancias lo aconsejen se podrán establecer fórmulas mixtas.  

El artículo 15. 2 del mismo cuerpo legal, al referirse a la escolarización de la educación infantil, señala que: 
La escolarización se llevará a cabo en centros ordinarios, y con carácter excepcional y previo dictamen de los responsables de orientación podrá proponerse su escolarización en una unidad de educación especial en un centro ordinario o en un centro de educación especial.  

En la Resolución de la Dirección General de Igualdad y Calidad en la Educación de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, de 18/10/2004, se desarrollan expresamente diversas instrucciones
, para el desarrollo de fórmulas mixtas de escolarización combinada
, así como para la atención educativa a alumnos con necesidades educativas especiales en los Centros Específicos de Educación Especial y en los Centros de Infantil y Primaria o en los Institutos de Educación Secundaria sostenidos con fondos públicos de Castilla -La Mancha.  

El articulado de la normativa anteriormente descrita, contradice expresamente lo regulado en la CDPD
, así como los principios que se encuentran establecidos en la CE
, en los principios y en ciertos artículos de las leyes anteriormente analizadas, en virtud de que quebranta el acceso de todo el alumnado a una educación inclusiva, sin discriminación alguna, pues permite expresamente que el alumnado con necesidades especiales y que no pueda ser atendido en centros ordinarios tenga la posibilidad de acudir a la educación segregada o combinada, educación que no valora la diversidad humana, que excluye a los niños por razón de su discapacidad, presuponiendo que existen personas con discapacidad incapaces de socializar y disfrutar de una vida en sociedad. 

Si bien es cierto que en los principios y en ciertas normas del ordenamiento jurídico español se defiende el impulso de la educación inclusiva, también es cierto que al mismo tiempo se sostienen los sistemas de educación segregada y de educación combinada, lo cual resulta contradictorio, pues la educación inclusiva no da cabida a tales sistemas de educación.

Por lo tanto, a pesar de que la normativa estatal y la autonómica regulan de forma positiva las modalidades de la educación inclusiva, gran parte de sus disposiciones no tienen suficiente sustento legal, son contradictorias y no están adaptadas a la normativa regulada en la CE y en la CDPD.

Finalmente, la legislación española referente a la educación inclusiva contiene una ley especial para las personas con discapacidad: la ley 26/2011, de 1 de agosto, que tiene por fin “la adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los derechos da las personas con discapacidad”, la cual, sin embargo, no es una ley orgánica.

Debe destacarse, en primer lugar, que el Preámbulo de la ley valora la Convención, su historia y el cambio de paradigma que se genera hacia las personas con discapacidad. Se “supera definitivamente la perspectiva asistencial de la discapacidad para abordar una basada en los derechos humanos”.

Eso significa situar a estas personas como sujetos de derechos y que “sus demandas y necesidades deben ser cubiertas de forma que puedan alcanzar la igualdad de oportunidades con respecto al conjunto de los ciudadanos”.

Del Preámbulo se destacan, a continuación, las partes más importantes:

A partir de la ratificación, por parte de España, de la Convención y su Protocolo Facultativo, y conforme a lo establecido en el apartado primero del artículo 96 de la CE8, ambos instrumentos forman parte del ordenamiento interno, por lo que resulta necesaria la adaptación y modificación de diversas normas para hacer efectivos los derechos que la Convención recoge.

La modificación normativa objeto de la presente Ley encuentra su fundamento en el artículo 4 de la Convención, en virtud del cual los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para asegurar el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad, sin discriminación alguna por motivos de discapacidad.

Así, por Acuerdo de Consejo de Ministros de 30 de marzo de 2010, se aprobó el Informe sobre las medidas necesarias para la adaptación de la legislación española a la Convención de la ONU sobre los derechos de las personas con discapacidad, y se encomendó a diversos departamentos ministeriales que, en el ámbito de sus competencias, impulsasen las reformas comprometidas en tal Acuerdo.

En tal sentido, ha de tomarse en consideración el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, cuyo artículo 10 establece que “en la definición e implementación de sus políticas y actividades, la Unión debe tener como objetivo combatir la discriminación basada en motivos sexuales, raciales, de origen étnico, religión o credo, discapacidad, edad u orientación sexual” (destacado nuestro), y la Decisión del Consejo de la Unión Europea de 23 de diciembre de 2010, por la que la Unión ratificó la Convención.

La presente Ley, por tanto, ahonda en el modelo social de la discapacidad, cuyo precedente inmediato sería la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. Ella da un decidido impulso reformador, en el sentido de salvaguardar los derechos de tales personas, con el objetivo de favorecer la toma de decisiones en todos los aspectos de su vida, tanto personal como colectiva, avanzar hacia la autonomía personal desinstitucionalizada y garantizar la no discriminación en una sociedad plenamente inclusiva.

El objetivo de esta Ley es imprimir este nuevo impulso, para alcanzar el objetivo de adecuación concreta de la regulación, en materia de discapacidad, a las directrices marcadas por la Convención, recogiéndose las pertinentes adaptaciones en su articulado.

Para ello, se modifican distintos artículos de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, destacando el ajuste de la definición legal de persona con discapacidad a la contenida en la Convención.

Los principios generales que esta ley promueve son los siguientes: respeto a la dignidad inherente a la persona; la autonomía individual; la libertad para tomar las propia decisiones; la independencia de cada ser; la no discriminación; la participación; la inclusión plena y efectiva en la sociedad; la igualdad de oportunidades; el respecto por la diferencia; y, la aceptación de las personas con discapacidad.

Esta ley pretende imprimir un nuevo impulso para alcanzar el objetivo de la adecuación de la regulación en materia de discapacidad, a las Directrices marcadas por la Convención. Consecuentemente, esta ley importa modificaciones en distintas áreas: sanidad, accesibilidad, empleo (incentivando, además, la contratación de personas con discapacidad en el mercado de trabajo ordinario), protección civil de las personas con discapacidad y cooperación internacional.

Como se ha expresado ya, los artículos de la CDPD que más directamente están vinculados a la educación inclusiva, son el artículo 7 y el 24. Así, limitaremos la exposición del contenido de esta ley del 2011 a los siguientes aspectos; en particular, en su contenido de modificación de la Ley 51/2003 de diciembre.

Del artículo 1 destaca lo siguiente:

1) El apartado 3, el cual establece la modificación del artículo 2. e), de la Ley 51/2003, en cuanto a que: “la políticas oficiales, garantizarán en todo caso, el derecho de los niños y niñas con discapacidad a expresar su opinión libremente sobre todas las cuestiones que le afecten y a recibir asistencia apropiada con arreglo a su discapacidad y edad para poder ejercer ese derecho”.

2) El apartado 3, relativo al ámbito de aplicación, según el cual: “de acuerdo con el principio de transversalidad de las políticas en materia de discapacidad, esta Ley se aplicará en los siguientes ámbitos: Relaciones con las Administraciones Públicas”.

3) En el apartado 5 se modifica el artículo 8, apartado 2, de la Ley 51/2003, porque: “se adoptarán las medidas de ACCIÓN POSITIVA suplementarias para aquellas personas con discapacidad que objetivamente sufren un mayor grado de discriminación o presentan menor igualdad de oportunidades como las mujeres con discapacidad, los niños y niñas con discapacidad, y los que viven habitualmente en el medio rural”.

4) En el apartado 9 se reforma el artículo 20, apartado 1, sobre criterios especiales sobre la prueba de los hechos relevantes, así: “en aquellos procesos jurisdiccionales en que de las alegaciones de la parte actora se deduzca la existencia de indicios fundados de discriminación por razón de discapacidad corresponderá a la parte demandada la aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de la conducta y de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad”.

5) El apartado 6 cambia el literal c) del artículo 10.2, sobre apoyos complementarios; y,

6) El apartado 7 añade un nuevo artículo sobre igualdad de trato en acceso a bienes y servicios.

Según lo establecido en el Preámbulo de la ley 51/2003, se potencia el recurso al arbitraje; aplicable a las personas que hayan sufrido discriminaciones, quienes han de disponer de una protección judicial adecuada que contemple la adopción de las medidas necesarias para poner fin a la vulneración del derecho y restablecer al perjudicado en el ejercicio de aquel. Con la finalidad de asegurar un nivel de protección más efectivo, se legitima a las personas jurídicas que estén legalmente habilitadas, para la defensa de los derechos e intereses colectivos, para que puedan intervenir en procesos en nombre del demandante y con su consentimiento.

3.3) Las Consideraciones de SOLCOM.

Solcom, en su informe de 2011, establece que la Ley 26/2011 ha pretendido adaptar el ordenamiento jurídico español a la CDPD, que prevalece sobre todas las leyes españolas, pues se trata:

 (…) de una mera adaptación superficial y cosmética. La prueba de ello es que ni siquiera se adoptaron dos leyes capitales para los ciudadanos españoles con diversidad funcional: la Ley 39/2006, de 14 de septiembre, de Promoción de la Autonomía Personal (LEPAP o Ley de dependencia) y la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (LOE).

Nos parece más que pertinente, entonces, la siguiente afirmación: 

A causa de las escapatorias de la LOE y la mala fe de la administraciones educativas (…), en España los niños y niñas con diversidad funcional son discriminados en su acceso a la enseñanza privada, ignorados en la enseñanza pública general y, por ello, abocados a su segregación en centros especiales de retención, lejos de sus lugares de residencia y familias. Esta infame, indigna e indecente actuación es más usual en el caso de niños con diversidad intelectual, psíquica y sensorial, reproduciendo así el negro círculo de la invisibilización y la exclusión social
.

En general, en este informe se constata que, en España, el acceso a la educación inclusiva en centros ordinarios está condicionado, y es la administración educativa quien lo decide y no los padres. Además, los apoyos “que se proporcionan en el aula no están basados en el concepto de ajuste razonable en función de las necesidades individuales”
.

Se subraya que la legislación nacional debe actuar en modo coherente, coordinado y continúo, en cuanto a la protección de los derechos ya afirmados en la Convención, porque sólo garantizando los derechos de las personas con discapacidad, a nivel de la legislación nacional, se puede lograr que este colectivo pueda disfrutar de sus derechos. 

Si consideramos, además, la posición de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad, como personas que están interactuando constantemente con la sociedad y en la sociedad, para formarse como personas e individuos, no se puede consentir que sus derechos fundamentales sean continuamente y reiteradamente violados.

En este sentido, Solcom revela que, entre los artículos de la Convención más violados, están el artículo 24 (Educación), el 7 (niños y niñas con discapacidad) y el 9 (Accesibilidad)
. La mayor parte de las violaciones denunciadas afectan a la educación de niños y niñas, que son obligados a una educación excluyente y derogatoria, por parte de la Administración Pública. Y se trata, precisamente, de niños y niñas que son excluidos de la educación ordinaria y obligados a incorporarse en centro de educación especial, por imperativo judicial o administrativo.

Sin embargo, tal como se ha afirmado, la CDPD forma parte del ordenamiento español desde el 3 de mayo del 2008 y, por eso, España tiene que garantizar los derechos fundamentales de los menores con discapacidad. El menor tiene derecho a no ser discriminados por su discapacidad, a participar en la vida social, a ser oído, a tomar conciencia sobre los valores de igualdad, solidaridad, respeto y por eso no debe olvidarse que “la forma en que una determinada sociedad se organiza, incide de manera directa en la capacidad de una persona para desenvolverse dentro de esta”.

CAPÍTULO 4: LA LUCHA DE DANIEL Y SUS PADRES POR UNA EDUCACIÓN INCLUSIVA.

4.1) Presentación del caso.

Como se ha señalado en la introducción del presente Informe, el caso a analizar en esta Clínica Jurídica de Educación Inclusiva es el de Daniel, un niño autista de 10 años, escolarizado en la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, actualmente cursando el tercer nivel de educación primaria.

Así, en este Capítulo nos dispondremos a realizar, en primer término, un análisis de la situación de Daniel, en cuanto al desarrollo académico obtenido a lo largo de su etapa escolar; en segundo lugar, haremos referencia a las medidas adoptadas por sus padres, tanto en la vía judicial como en la extrajudicial, a fin de defender el derecho fundamental de su hijo a la educación inclusiva; posteriormente, haremos una valoración crítica del caso, en cuanto al cumplimiento o incumplimiento de los postulados de la educación inclusiva y las normas aplicables, y finalizaremos con las alternativas que, en función de lo concluido, recomendamos para el caso de Daniel y para casos similares.

4.1.1) Desarrollo general de Daniel a nivel académico y social.

Daniel recibió el diagnóstico de Trastorno del Espectro del Autismo (TEA)
 entre los dos años y medio y los 3 años, luego de que, hacia los 18 meses, se produjera un retroceso en su evolución. Al respecto, se valoró que “Parecía sordo al lenguaje, no atendía a las llamadas, ignoraba a las personas, evitaba las interacciones, perdió el balbuceo prelingüístico que tuvo en otro momento y las primeras palabras con sentido que pronunció cumplido el año de vida”
.

Posteriormente, también recibió el diagnóstico de hiperactividad -tomando medicación diaria para ello, desde los 6 años-, y de retraso en el lenguaje con C.I. límite.

No obstante, Daniel comenzó a acudir a una guardería ordinaria a los 2 años, y fue escolarizado a partir de los 4 años (un año más tarde que el resto de sus compañeros), en un centro público ordinario de Ciudad Real, a fin de iniciar el primer curso de la etapa de educación infantil. En dicho curso académico, Daniel se adaptó muy bien al colegio y progresó mucho; sin embargo, durante el segundo curso de educación infantil, los trastornos de su comportamiento se agravaron, motivo por el cual, desde el segundo trimestre de dicho curso y a lo largo de todo tercero de educación infantil, recibió apoyos dentro del aula y en sesiones individuales
.

Así, la modalidad de escolarización normalizada e inclusiva, con los apoyos personales necesarios, se mantuvo hasta que, en febrero de 2009, la Unidad de Orientación del centro ordinario procedió a realizar un Dictamen de Escolarización en el que se propuso la modalidad combinada para Daniel, a partir del curso escolar 2009/2010; es decir, justo para el inicio de la etapa de educación primaria. 
Para ello, se dispuso su asistencia durante tres días a la semana a un centro de educación especial -específico para niños con Trastornos Generalizados del Desarrollo (TGD)-, y durante los dos días restantes, al actual centro de educación ordinaria
. Ello, aun considerando, según lo expresado en el propio Dictamen, que la modalidad de escolarización inclusiva, con los respectivos apoyos personales, había demostrado ser muy eficaz para su desarrollo académico y social.

Ante esta nueva modalidad de escolarización, y luego de que su hijo asistiera durante los cuatro primeros meses del primer curso de educación primaria a ambos centros educativos, conforme a lo dispuesto en el correspondiente Dictamen, los padres de Daniel decidieron que él dejara de acudir al centro de educación especial, dadas las dificultades de su hijo para adaptarse al mismo. A partir de ese momento, y hasta la actualidad, Daniel asiste a clases en el colegio ordinario, únicamente dos días a la semana, recibiendo refuerzo privado en su domicilio, así como en un centro especializado, los otros tres días de la semana de cada curso escolar
.

Con relación al cambio en su modalidad de escolarización, ésta se dio pese a reconocer
 que, durante el primer semestre de tercero de educación infantil, Daniel aceptaba cada vez con más agrado las actividades propuestas y tenía cada vez mayor capacidad para reconocer y expresar sentimientos, aunque, claro está, seguía presentando muchas alteraciones de conducta (como, por ejemplo, rabietas incontrolables, negativismo, inflexibilidad). 
Se llegó, incluso, a señalar que dicha decisión fue tomada “fundamentalmente para favorecer su proceso de socialización”, cuando pareciera ser que justamente se tomó sin considerar el desarrollo social que estaba obteniendo Daniel, pues él, tal como se manifiesta en el Dictamen, de febrero de 2009, ya conocía a todos los miembros del colegio implicados en su aprendizaje, así como los objetos relacionados con el colegio y los espacios del mismo, desplazándose de forma autónoma por ellos. Y, si bien seguía presentando problemas para respetar las normas de convivencia establecidas en el aula, así como dificultades para establecer relaciones con sus compañeros, cada vez participaba más en algunas de las actividades colectivas realizadas en su aula.
Lo anterior, pues, tal como señala el Centro de Logopedia y Sicología “Entender y Hablar”
, en su informe de febrero de 2010, resulta vital en el caso de Daniel, quien al presentar el TEA, necesita de una gran estabilidad del entorno en el que se desenvuelve, evitando cambios de rutinas y de reglas.

Se debe añadir que, al momento de la emisión del Dictamen, Daniel también presentaba progresos en cuanto al lenguaje, utilizándolo cada vez más para comunicarse oralmente y hacer saber sus intenciones, comprendiendo mejor los mensajes orales directos, ejecutando órdenes escritas sin necesidad de soporte visual y conociendo el vocabulario básico de las unidades en las que trabajaba; aunque aún presentaba numerosas ecolalias, cuya frecuencia e intensidad aumentaban cuando Daniel se encontraba alterado.

Los buenos resultados que venía obteniendo Daniel, a principios del curso 2008/2009, fueron corroborados por AUTRADE -Asociación Regional de Afectados de Autismo y otros Trastornos del Desarrollo-, mediante informe del 3 de abril de 2009. Efectivamente, en dicho documento se señala haber observado en Daniel nuevas conductas de adaptación al grupo, durante el primer trimestre, las cuales fueron mantenidas en buen ritmo hasta finalizado el segundo trimestre, habiendo logrado también alcanzar una mayor flexibilidad cognitiva y comportamental, así como desarrollar todas las tareas propias de su grupo de clase, no observándose, pues, desfase curricular.

Como era de prever por las incongruencias encontradas en el Dictamen de Escolarización, en noviembre de 2009; es decir, apenas transcurridos dos meses del inicio del nuevo curso académico y, por tanto, de la modalidad de escolarización combinada, la orientadora del centro de acogida manifestó
 que la referida modalidad de escolarización no estaba obteniendo los mejores resultados en Daniel. Así, señaló lo siguiente:
· Que dadas sus características personales, le costaba adaptarse a las distintas normas y actividades que tenían el centro ordinario y el centro específico, debido a las diferencias de lugar, de metodología y de las características de los estudiantes y profesionales, afirmando que Daniel “necesitaría normas consistentes y regulares a lo largo de toda la semana, así como poder seguir participando de un entorno normalizado y seguir el currículo ordinario con las adaptaciones necesarias el mayor tiempo posible”;
· Que la opción de estabilizar esas normas, permaneciendo a jornada completa en el centro especial sería la menos apropiada, ya que las enseñanzas en el mismo se estructuran en Educación Básica Obligatoria (E.B.O.), con un currículo orientado al desarrollo de las habilidades adaptativas de auto-cuidado, salud y seguridad, vida en el hogar y en la comunidad, entre otros, resultando adecuado para alumnos con necesidades educativas especiales de adaptación muy significativas; mientras que Daniel aún podía aprovecharse del currículo ordinario con adaptaciones significativas; y,
· Que, teniendo en cuenta las posibilidades de interacción de Daniel con alumnos sin TGD y TEA, sería más fácil para él seguir juegos con normas sencillas, con niños sin problemas cualitativos en su desarrollo social.

Posteriormente, en vista de las medidas adoptadas por los padres de Daniel para conseguir que su hijo volviera a ser escolarizado en la modalidad inclusiva, y a fin de justificar la decisión adoptada en el Dictamen del 11 de febrero de 2009, la orientadora del centro ordinario de Daniel elaboró el informe denominado “Argumentos por los que se ha optado por la fórmula mixta de escolarización combinada”
. En el referido documento, se señaló que Daniel no había adquirido las capacidades básicas necesarias para afrontar con éxito las enseñanzas de la nueva etapa de educación primaria, debido: (i) al aspecto deficitario en su perfil en cuanto a la atención, necesitando la presencia constante de un adulto que le diera la información de forma muy concreta y estructurada, con ayudas visuales para asegurarla; (ii) a que trabaja sólo con la guía y supervisión de un adulto, presentando patrones pasivos de conducta o de actividades sin meta cuando no tiene apoyo, así como falta de motivación; (iii) al punto débil de su perfil en cuanto a la comprensión verbal; y, (iv) a la falta de capacidad para auto-regular y controlar su comportamiento, ocasionando interferencias en el clima de la clase.

Adicionalmente, en el informe bajo análisis, la orientadora dio a conocer una serie de factores que motivaban la modalidad de escolarización propuesta. En tal sentido, en cuanto a los factores relacionados con Daniel, resaltó: (i) su pobre nivel comunicativo y lingüístico, indicando su incapacidad para mantener una conversación; (ii) las numerosas alteraciones de su conducta (como rabietas incontrolables, gritos, ecolalias de alta intensidad y frecuencia, que interferían considerablemente el ritmo de la clase); (iii) la gran inflexibilidad cognitiva y comportamental (aunque aceptaba mejor los cambios, todavía se producían alteraciones ante cambios imprevistos y seguía presentando ansiedad en relación con sucesos futuros previstos); (iv) que, en cuanto a su desarrollo social, las oportunidades reales de aprendizaje que Daniel aprovechaba eran las que se realizan en condiciones de interacción uno-a-uno con adultos expertos; y (v) que las relaciones que Daniel establecía con sus iguales eran infrecuentes, inducidas, externas y unilaterales, y se tendían a establecer como respuesta y nunca por iniciativa propia, compartiendo algunas acciones con los otros en situaciones interactivas muy dirigidas.

Ahora bien, en cuanto a los factores relacionados con el centro escolar, se expone que Daniel necesitaba un aula con ratio muy baja de alumnos por profesor, que no exigiera interacciones de excesiva complejidad social, así como un estilo didáctico muy directo y formas de organización que hicieran “anticipable” la jornada escolar, además de requerir los apoyos de A.L y P.T y tratamiento individualizado, durante períodos muy largos de tiempo.
Sobre el particular, cabe indicar que las dificultades a las que la orientadora alude en el precitado informe son propias del trastorno de autismo que Daniel presenta y, pese al cual, tiene derecho a hacer efectivo su derecho a la educación inclusiva en un entorno normalizado, habiendo vuelto a obviarse las disfunciones que, en cuanto a la relación con ambientes y personas diferenciados, supone la propuesta de escolarización combinada para Daniel. Además, pasa nuevamente por alto los progresos alcanzados por Daniel a lo largo de su escolarización en el centro ordinario, tal como lo corrobora el Centro de Logopedia y Sicología “Entender y Hablar”
, al señalar que los resultados de la evaluación practicada a Daniel “suponen una mejoría muy significativa respecto a evaluaciones anteriores donde Daniel presentaba un importante desfase respecto a su edad cronológica”, confirmando que su capacidad cognitiva estructural no está afectada y, agregando, que a lo largo del curso 2008/2009 hubo una evolución positiva en sus aprendizajes relacionados con la cognición y el lenguaje, tanto oral como escrito, reduciéndose desfases anteriores respecto a su edad.  
Concluye, pues, dicho Centro, que el modelo educativo inclusivo se ha mostrado eficaz para Daniel, quien al disponer de un potencial cognitivo normal no presenta déficit en habilidades básicas de autonomía y ha demostrado ser capaz de realizar aprendizajes escolares básicos, correspondientes a la etapa en la que se encuentra, con los apoyos necesarios, motivo por el cual se vería bastante perjudicado en un entorno educativo diseñado para alumnos con discapacidades intelectuales significativas.

En este contexto, era predecible que, a partir del cambio de modalidad de escolarización, se observara en Daniel falta de motivación, irritabilidad y conductas que en los últimos años ya no presentaba, como, por ejemplo, arrojar objetos o tirarse al suelo con pataletas
, razones por las que, como se indicó en párrafos precedentes, sus padres optaron porque dejara de asistir a clases los tres días asignados al centro de educación especial.
Sin embargo, para confirmar las consideraciones expuestas por los diferentes profesionales y centros especializados citados, así como que las auténticas capacidades de Daniel habían sido subestimadas por su centro de referencia, aun acudiendo únicamente dos días a la semana a dicho colegio, en el primer trimestre del tercer curso de educación primaria (2011/2012), su tutor
 ha reconocido explícitamente el esfuerzo realizado por Daniel, quien, según acota: (i) parece feliz acudiendo al colegio -lo cual denota su auténtica voluntad de asistir a clases en el mismo-, teniendo buen comportamiento y mostrando interés por las tareas escolares; (ii) normalmente es obediente, aunque en ocasiones necesita el apoyo del adulto para seguir las instrucciones y realizar los trabajos escolares; (iii) disfruta del apoyo de sus compañeros de la clase, que le ayudan especialmente en los recreos, aunque sigue presentando algunas dificultades de participación en dichos contextos; (iv) sigue bien los materiales curriculares dispuestos para él, habiendo mejorado en cuanto a su grafía y su expresión escrita, aunque se mantiene sus dificultades en el área de expresión oral y la comunicación, especialmente en aspectos que implican un componente social (espontaneidad e iniciativa, cortesías sociales), y también en la adquisición de vocabulario y articulación; y, (v) destaca, especialmente, en el área de matemáticas, en la que domina operaciones como la suma y la resta sin llevar, o las multiplicaciones.

Con lo anterior queda demostrado que, pese a sus aspectos débiles            (especialmente aquellos relacionados con sus dificultades de participación social y relación interpersonal, comunicación, o con la necesidad de un apoyo intenso para seguir instrucciones e implicarse en actividades, los mismos que son consustanciales a la naturaleza de su diagnóstico de TEA), a nivel curricular, Daniel cumple con todos o casi todos los objetivos de su plan de trabajo individual; razón por la cual, conforme lo ha señalado la Confederación Autismo-España, en su informe del 11 de enero de 2012, su máximo desarrollo académico y social y, por tanto, el libre desarrollo de su personalidad, únicamente sería alcanzado si puede disfrutar de los apoyos necesarios en un centro educativo ordinario todos los días lectivos de la semana. 
En tal sentido, el centro especial no se ajusta a sus necesidades actuales, por lo que, obligando a Daniel a acudir al mismo, se estarían limitando sus posibilidades de desarrollo y aprendizaje, su participación social y, fundamentalmente, sus oportunidades en el futuro; vulnerándose, pues, su derecho a la educación inclusiva, tal como se ampliará en el aparte 4.4.

 4.2) Procedimientos efectuados por los padres de Daniel contra la Administración Pública.

4.2.1) En cuanto a la vía judicial:

Atendiendo al cambio en la modalidad de escolarización de Daniel -de inclusiva a combinada-, en virtud del Dictamen de Escolarización del 11 de febrero de 2009, el mismo que firmaron en desacuerdo por preferir que su hijo permaneciera a tiempo completo en el colegio ordinario, con los recursos necesarios, mediante escrito presentado el 27 de abril de 2009, ante la Delegación Provincial en Ciudad Real de la Consejería de Educación de la Junta de Comunidades de Castilla- La Mancha (en adelante, Delegación Provincial de la Consejería de Educación), los padres de Daniel solicitaron se aportaran los medios materiales y humanos necesarios, a dicho colegio, a fin de que su hijo pudiera permanecer escolarizado de forma ordinaria en el mismo, alegando una positiva evolución con tal modelo de escolarización. Como sustento de tal solicitud, presentaron los informes de: (i) Centro de Logopedia y Sicología “Entender y Hablar”, elaborado en febrero de 2009; y, (ii) AUTRADE, Asociación Regional de Afectados de Autismo y otros Trastornos del Desarrollo, del 3 de abril de 2009.

No obstante la comunicación anteriormente referida de sus padres, por Resolución de fecha 2 de junio de 2009, el Presidente de la Comisión Provincial de Escolarización del Alumnado con Necesidades Específicas de Apoyo (ACNEAE) de la Delegación Provincial de la Consejería de Educación, dispuso la escolarización de Daniel, para el primer curso de educación primaria (año académico 2009/2010), en la modalidad combinada, en los centros educativos y según los horarios establecidos en el Dictamen de Escolarización. 
Ante ello, por escrito presentado el 6 de julio de 2009, los padres de Daniel interpusieron recurso de alzada contra dicho acto administrativo, solicitando, a su vez, la escolarización de su hijo, a tiempo completo, en el colegio ordinario y presentando como sustento de sus alegaciones: (i) los tres últimos informes de evaluación emitidos por el centro ordinario; (ii) el informe de AUTRADE, del 3 de abril de 2009; y, (iii) el informe del Centro de Logopedia y Sicología “Entender y Hablar”, elaborado en junio de 2009.

Al respecto, mediante Resolución emitida el 28 de setiembre de 2009, la Delegación Provincial de la Consejería de Educación desestimó el recurso de alzada interpuesto, confirmando, asimismo, la Resolución de Escolarización de Daniel, en la modalidad de combinada, con la posibilidad de modificar la proporción de días que debería permanecer en cada uno de los centros. Como sustento de dicha decisión, se tomó en consideración: (i) el informe complementario al dictamen de escolarización, elaborado por la orientadora del Centro ordinario, con fecha 10 de setiembre de 2009; y, (ii) el informe desfavorable respecto del recurso de alzada, elaborado por el Presidente de la Comisión Provincial de Escolarización del ACNEAE, el 21 de setiembre de 2009.

Ante tales circunstancias, los padres de Daniel pidieron la revisión de la modalidad de escolarización propuesta, a fin de que se contemplara la posibilidad de aumentar un día más la asistencia de su hijo al centro ordinario. Sobre el particular, y teniendo en consideración los informes emitidos en el mes de noviembre de 2009, por el centro en referencia, por el centro de acogida (en calidad de especialista en autismo), así como el informe conjunto de dichos centros, a través de Resolución de fecha 9 de diciembre de 2009, la  Delegación Provincial de la Consejería de Educación resolvió mantener la modalidad de escolarización combinada según lo propuesto por el Dictamen de Escolarización; es decir, asistiendo 3 días al centro específico y 2 días al centro ordinario.

Con relación a esta última resolución, mediante escrito presentado el 30 de diciembre de 2009, los padres de Daniel interpusieron un nuevo recurso de alzada, solicitando, adicionalmente, la suspensión de sus efectos por escrito del 9 de febrero de 2010. Al respecto, se tiene que: (i) por Resolución de fecha 1 de marzo de 2010, y previa calificación del escrito del 30 de diciembre de 2009, como de recurso potestativo de revisión, se desestimó la solicitud de suspensión de ejecución de la Resolución del 9 de diciembre de 2009; y, (ii) por Resolución del 16 de abril de 2010 se desestimó el recurso de reposición, interpuesto contra dicha resolución, manteniéndose la modalidad de escolarización combinada para Daniel.

En este estado, el 18 de marzo de 2010 se elaboró un nuevo Dictamen de Escolarización, por parte de un equipo de profesionales designados por la Delegación Provincial de la Consejería de Educación, distintos a los que realizaron la primera evaluación de Daniel. Sin embargo, se concluyó lo mismo que lo dispuesto por el anterior Dictamen.

Se agotó, entonces, la vía administrativa, dentro del plazo de ley, por lo que los padres de Daniel interpusieron recurso contencioso-administrativo contra la resolución de la Delegación Provincial de la Consejería de Educación, de fecha 16 de abril de 2010, que desestimó el recurso interpuesto contra la resolución de la misma administración, del 9 de diciembre de 2009, la cual estableció la escolarización de Daniel en la modalidad combinada, solicitando la medida cautelar de suspensión de la resolución impugnada. Sobre el particular, por Resolución del 9 de julio de 2010, se dispuso que no había lugar a la medida cautelar solicitada; auto dictado en la pieza separada de medidas cautelares, que fue apelado por escrito de fecha 7 de setiembre de 2010, invocando su revocación.

En cuanto al proceso principal, es mediante escrito del 28 de setiembre de 2010 que los padres de Daniel interpusieron demanda contra la Delegación Provincial de la Consejería de Educación ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de turno de Ciudad Real, solicitando se declarara la nulidad de la Resolución emitida el 16 de abril de 2010, así como de los actos anteriores, posteriores o coetáneos que se derivaran y/o relacionaran con la misma, incluido el Dictamen de Escolarización en que ésta se apoya.

Por último, mediante sentencia del 2 de setiembre de 2011, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla–La Mancha desestimó el recurso de apelación interpuesto contra el auto de fecha 9 de julio de 2010, emitido por Juzgado de la Contencioso–Administrativo de turno de Ciudad Real, confirmándolo íntegramente, y negándose, por tanto, la suspensión de la ejecutividad del acto administrativo por el cual se dispuso mantener la modalidad de escolarización combinada para Daniel. 

4.2.2) En cuanto a la vía extrajudicial.

Paralelamente a los procedimientos seguidos en la vía administrativa y contencioso–administrativa, los padres de Daniel adoptaron las siguientes medidas: 
1. Presentaron una queja ante el Defensor del Pueblo de Castilla–La Mancha, misma que, mediante escrito del 10 de agosto de 2010, fue desestimada al considerar que, de la actuación de la administración educativa correspondiente, no se deprendían indicios de que hubiese incurrido en infracción de la legislación vigente o en actuación irregular alguna que ameritara investigación.
No obstante lo expuesto, y ante la presentación de una nueva queja, con fecha 24 de febrero de 2011, el Defensor del Pueblo emitió una resolución, dirigida a la Delegación Provincial de la Consejería de Educación, por considerar que en ninguno de los documentos formulados se ofrecía una explicación de las razones concretas por las que Daniel debía cambiar de modalidad de escolarización, planteando, a tales efectos, una serie de recomendaciones a la respectiva Administración. Sin embargo, por escrito del 11 de mayo de 2011, el Defensor del Pueblo de Castilla–La Mancha informó a los padres de Daniel que la Delegación Provincial de la Consejería de Educación había comunicado su decisión de no aceptar las recomendaciones planteadas, a través de la Resolución del 24 de febrero de 2011. Ante ello, y dada su falta de capacidad ejecutiva para obligar al cumplimiento de las indicaciones formuladas, se dio por concluida la tramitación del respectivo expediente de queja.

2. Acudieron a la Comisión de Peticiones del Parlamento Europeo, cuya comunicación fue atendida, según comunicación del 12 de noviembre de 2010. En ella, se les indicó que no se encontraban en disposición de abordar el fondo de la petición formulada, pero que su escrito había sido transmitido a la Comisión de Cultura y Educación y al Intergrupo de Discapacidad del Parlamento Europeo, a fin de que la tuvieran en cuenta, en el desarrollo de sus actividades.

3. Se dirigieron al Ministerio de Educación, entidad que, a través de comunicación emitida el 15 de julio de 2011, les manifestó que, teniendo en cuenta la distribución de competencias que establece la normativa vigente, correspondía a la Inspección Técnica de la Consejería de Educación de la Comunidad Autónoma de Castilla–La Mancha la vigilancia directa y la posible intervención en los procesos de escolarización.

4.3) Estado actual procesal.

En la actualidad, se encuentra pendiente de resolución el recurso contencioso-administrativo interpuesto por escrito del 28 de setiembre de 2010, ante el Juzgado Contencioso-Administrativo de turno de Ciudad Real, contra la Delegación Provincial de la Consejería de Educación, a través del cual se solicita la nulidad de la resolución de fecha 16 de abril de 2010, por la que se desestimó el recurso de reposición, interpuesto por los padres de Daniel contra la resolución de dicha delegación provincial, del 9 de diciembre de 2009, en la que se acuerda mantener la modalidad de escolarización combinada de su hijo. Al respecto, cabe indicar que aún está pendiente la apertura del proceso a prueba.

Luego de emitirse la sentencia respectiva, y en caso de no encontrarse conformes con la misma, los padres de Daniel están dispuestos a ir en apelación, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

Finalmente, se debe señalar que actualmente se está llevando a cabo una nueva revisión de la modalidad de escolarización de Daniel. Aunque, según lo manifestados por sus padres, no se tienen muchas expectativas al respecto, esperándose que se mantenga la modalidad de escolarización combinada o, peor aún, que se opte por la modalidad de escolarización segregada. 

 4.4) Valoración crítica del caso.

En el caso que nos ocupa, tal como se ha observado en su descripción, no se han cumplido las reglas y principios propios de la educación inclusiva, detallados en el Capítulo 2 de este Informe, en virtud de los argumentos que se expondrán a continuación, los cuales se categorizarán de acuerdo con los postulados de esta modalidad educativa.

4.4.1) Según los principios básicos de la educación inclusiva.
Tal como ha sido explicado en este Informe, en la educación inclusiva se parte de que todos los niños, con o sin discapacidad, son titulares de todos los derechos humanos y tienen la capacidad de ejercerlos libremente, incluyendo, evidentemente, el derecho a la igualdad y a recibir una educación de calidad. No obstante, en este caso, se están vulnerando ambos derechos constitucionales; es decir, el derecho de Daniel a acceder a la educación, en igualdad de condiciones, porque la autoridad educativa de Castilla-La Mancha y del centro ordinario donde estudia le están imponiendo, contra su voluntad y la de sus padres, y fundamentándose en su discapacidad, un modelo de educación combinada que no le aporta mayores beneficios a su formación integral, incumpliendo, así, el respeto a su interés superior, al que están obligados por el Derecho Internacional y por el ordenamiento jurídico español.

La educación inclusiva pretende superar el modelo a partir del cual se cree que lo más conveniente para los niños con discapacidad es la “no educación”, tal como pareciera ocurrir con el caso de Daniel. Sin embargo, un niño -con o discapacidad- que no reciba educación ordinaria, ajustada a sus condiciones, no sólo está siendo discriminado, sin poder ejercer plenamente sus derechos, como parcialmente sucede con Daniel, sino que tampoco puede desarrollar su personalidad, sus aptitudes y capacidades al máximo, y es condenado a la discriminación, la exclusión y la indefensión. 

En particular, en el caso de Daniel, el Estado español está incumpliendo los propósitos de la educación inclusiva sobre la garantía de acceso a todos los niños, en igualdad de condiciones, a la escuela ordinaria, porque a él sólo se le permite acudir a ella escasos 2 días a la semana -de los 5 a los que acceden el resto de los niños- lo cual genera una serie de consecuencias indeseables para él, porque se retrasa considerablemente en los contenidos y tareas del programa que sigue el resto de su clase. Produce consecuencias negativas, incluso, para sus padres, quienes han tenido que hacer una serie de ajustes en su vida (para cubrir las faltas de la Escuela y poder ayudar a Daniel a mantenerse al día con las materias regulares de su curso) tales como la reducción del 50% de la jornada laboral que su madre ha estado obligada a hacer.

El Estado español tampoco está cumpliendo con su deber de proveer una educación de calidad a Daniel, según propone el modelo de educación inclusiva, y que implica centrarse en él y efectuar los ajustes razonables que sean necesarios para atender a sus diferentes necesidades educativas y a las del resto de los niños con diversidad funcional. No es posible dar una educación de calidad a Daniel, si sólo recibe 2 días de clases -en vez de 5-, si se le retiran los apoyos que necesita para seguir correctamente los contenidos y asignaciones de todas sus clases, si no se adapta el programa del curso a sus necesidades, y si no se le permite acceder a actividades extracurriculares.

Mal puede argumentarse que Daniel carece de la madurez o edad necesarias para ejercer sus derechos -como pareciera considerar las autoridades educativas y hasta las judiciales- porque, para ello, se han ideado alternativas que procuran determinar su auténtica voluntad, tales como ofrecerle el apoyo necesario para lograrlo o ejercerlo a través de sus padres -junto con su participación- quienes siempre han demostrado una alta disposición hacia el respeto que debe darse a la voluntad de Daniel, en pro de su verdadero bienestar.

4.4.2) Según los objetivos y fines de la educación inclusiva.

Tal como se ha afirmado a lo largo de este Informe, el fin esencial del derecho a la educación -y, por ende, el de la educación inclusiva- es el libre desarrollo de la personalidad de los niños, al igual que sus aptitudes y capacidades, al máximo de su posibilidad. 

A través del régimen de educación combinada que la autoridad educativa de Castilla- La Mancha pretende imponer, Daniel no podría lograr este fin, porque sólo se le permite recibir una educación ordinaria -a la que se ha demostrado está adaptado y puede superar, sin dificultad alguna, con los apoyos necesarios- sólo 2 días a la semana, y se ha pretendido obligarlo a asistir a un centro especializado, donde sólo le enseñan actividades de autocuidado que él ya maneja, sin inconvenientes, y que no representan para él carácter formativo alguno. Esto, desatendiendo las conclusiones presentadas en los informes que se han emitido sobre la condición de Daniel -oportunamente detallados en el aparte 4.1.1- y sobre cómo la educación ordinaria ha sido eficaz para su desarrollo académico y social.

La educación combinada -que, al fin y al cabo es un tipo de educación segregada- supone la existencia de niños “normales” y más capaces que otros, quienes tienen derecho a una educación “buena”. Por interpretación en contrario podría asumirse que, para los defensores de esta modalidad educativa, existirían niños que, como Daniel, al no ser considerados “normales”, se les excluiría del ejercicio de ciertos derechos. 

El Estado español, a través de sus decisiones en cuanto a la modalidad de estudios de Daniel, pareciera estar considerando que él es un niño “incapaz”, que no cumple las condiciones necesarias para acceder a una educación de calidad y, por lo tanto, no es merecedor de ella, como el resto de los niños. Esto no se corresponde con el Estado social y democrático de Derecho en el que se ha constituido España, y que propugna valores superiores como la libertad, la igualdad y la justicia, de acuerdo con lo previsto en el artículo 1 de la CE, ni con el modelo de Derechos Humanos que se ha incorporado en este texto constitucional.

Tal como ha asegurado la madre de Daniel, su segregación habría partido de la propia escuela ordinaria (respaldada por las autoridades educativas y, aparentemente, hasta por el sistema judicial), en donde no tendrían apertura para la aplicación de la teoría de la educación inclusiva, lo cual se ha evidenciado con el tratamiento del caso de Daniel, a pesar de haber sido ampliamente demostrada como la modalidad más conveniente para él y para los niños con discapacidad en general.

Tal como nos informó la madre de Daniel, vía skype, el centro educativo al que asiste ni siquiera ha tomado iniciativas para hacer los ajustes razonables o buscar los apoyos y recursos necesarios para ello. Actualmente, el centro cuenta sólo con una maestra de apoyo, una P.T. a medio tiempo (que comparte sus labores como directora del colegio) y otra P.T., para el restante medio tiempo. 

Evidentemente, con este personal tan reducido, no se puede atender las necesidades de los 10 niños con diversidad funcional matriculados en la escuela. Los padres de Daniel, incluso, han propuesto costear algunos gastos, pero el centro educativo no lo acepta. 

La existencia del personal necesario es fundamental para el caso de Daniel, porque ya se ha demostrado que, en su primer año de escolarización regular, gracias a la maestra de apoyo que lo acompañaba los días que él asistía, logró hacer sus tareas correctamente, con los materiales necesarios, así como terminar su adaptación curricular. De hecho, tal como se demostró oportunamente en el Informe del Centro “Entender y Hablar”, Daniel presentó una evolución positiva en aprendizajes relacionados con la cognición y el lenguaje -tanto oral como escrito-, reduciéndose desfases anteriores respecto a su edad. Sin embargo, al año siguiente le quitaron la maestra de apoyo, para “mejorar su autonomía”, según le informaron a la madre; pero, evidentemente, ha ocasionado un perjuicio a Daniel, por el retraso y  las desventajas que esto supone para él y su formación, así como la carga que impone a sus padres, quienes deben suplir las faltas y fallas de la Escuela, estudiando con él los contenidos que no puede aprender en clases, y haciendo, por su cuenta, las tareas respectivas.

Además, este último año de estudio, el centro ordinario no ha querido hacer las adaptaciones curriculares que Daniel requiere (el tutor se limita a enviar notas a los padres, con las tareas que deben hacer con él), resultando complicado que, con sólo 2 días a la semana, logre ponerse al día con todos los contenidos que los demás niños ven en 5 días. Al solicitarles la adaptación del programa, la opción de la Escuela fue proporcionarle a Daniel material de niveles inferiores, que él ya ha superado, siendo lo apropiado adaptar a sus necesidades el currículo correspondiente al grado que cursa. Además, en el centro especial no accedieron a ayudarlo a ponerse al día con tales contenidos y tareas a los que no puede acceder regularmente, por lo que esto ha sido una labor diaria de los padres, quienes han debido ajustar sus rutinas de vida, para ayudar a Daniel en su educación y asumir las responsabilidades que corresponden al sistema educativo. 

La escuela ordinaria tampoco permite que Daniel acceda a actividades extra-curriculares, que tan favorables son para los niños en formación, especialmente, para aquellos con necesidades especiales, porque no hay actividades adaptadas a ellos ni los apoyos necesarios, salvo la natación, a la que acuden todos los alumnos con discapacidad de la escuela sólo a una hora específica, evidenciándose un inocultable sesgo y una conducta segregacionista hacia ellos.

Además, la madre de Daniel, vía skype, ha afirmado que ni la Escuela ni algún otro órgano público u oficial han tomado en cuenta su opinión como padres. La orientadora del colegio se limita a hacer informes en los que reitera, sin mayor fundamento, que Daniel debe someterse a la modalidad de educación combinada. Esta decisión ni siquiera fue consultada a los padres; simplemente, les fue notificada. 

Durante los procesos judiciales, la madre de Daniel ha informado que tampoco les fue respetado su derecho a la participación; el primer juez no los habría llamado para conocer su opinión, mientras que, con respecto al segundo, ellos habrían decidido acercarse a conocerlo y darles su opinión, pero, al parecer, no les habría dado mayor atención. Menos aún se habría tomado en cuenta la opinión de Daniel,  de quien sus padres afirman es tratado “como si no existiera”.

A partir de la imposición del modelo de educación combinada, no sólo se está perjudicando a Daniel y a sus padres, sino que también se está desperdiciando la oportunidad de educar en valores a la comunidad escolar; en particular, a los alumnos regulares, sobre la aceptación y la valoración de la diversidad. Si bien los compañeros de clases conocen a Daniel desde que tiene 3 años -y, por ende, lo aceptan con sus características-, su madre nos ha informado que, en momento alguno, ha habido una política de la Escuela de comunicar a la comunidad estudiantil la situación de los niños con discapacidad que acuden a este centro educativo y las maneras correctas cómo abordar estos casos, para crear conciencia acerca de esta realidad, la cual debería extenderse al resto de la sociedad. Sólo así se logrará una verdadera aceptación y entendimiento de la discapacidad y, en general, de la diversidad, y se atacarán las fuentes que producen la discriminación y exclusión social de estos niños, no sólo en las escuelas, sino en la sociedad en general.

Estos fines de la educación inclusiva, además, se encuentran respaldados en las normas de los instrumentos internacionales y de los textos legales domésticos, a los cuales el Estado español, a pesar de estar obligado, está incumpliendo en el caso de Daniel, tal como se demostrará más adelante.

4.4.3) Según la fundamentación de la educación inclusiva y la aplicación del valor solidaridad.

La educación inclusiva se fundamenta, como ha sido detallado en el Capítulo 2 de este Informe, en el valor de la libertad, porque sólo ella permitiría a Daniel y a las personas en general, diseñar y ejecutar sus planes de vida, siendo la educación un derecho humano fundamental para el logro de tales planes. Para hacerlo posible, se suma el valor de la igualdad, que permite que los derechos se reconozcan para todos, porque garantiza que su ejercicio se respete en igualdad de condiciones.

Sin embargo, a Daniel no se le ha garantizado la libertad suficiente para diseñar su plan de vida, el cual, en este caso, involucra su voluntad de recibir una educación inclusiva, irrespetando, también, su derecho a expresar su opinión y a participar libremente. 

De acuerdo con lo informado por la madre de Daniel, vía skype, al imponérsele el régimen de educación combinada, él empezó a tener conductas que antes no tenía: estaba más nervioso, no quería hacer actividades extracurriculares y lanzaba objetos al piso, lo cual ha sido ratificado por el informe del Centro de Logopedia y Sicología “Entender y Hablar”, en su informe de febrero de 2010.

La madre ha afirmado que el cambio de rutina entre ambos sistemas educativos -el ordinario y el especial- que implica cambios de horarios, de compañeros, de maestros y de actividades -situación intensa para cualquier niño- desajustaron más aún a Daniel, por su diagnóstico, todo lo cual ha sido desconsiderado por las autoridades educativas. Ha asegurado, además, que la opinión de Daniel (que, aunque no se exprese directamente de manera verbal, se manifiesta claramente a través de conductas) no ha sido valorada por ninguna de las autoridades involucradas en su caso -educativas, administrativas y judiciales- al punto que han sentido que su posición hacia Daniel es “como si no existiera”. 
Tampoco se le ha garantizado acceder a la educación, en igualdad de condiciones, respecto de los otros niños, como presupuestos básico del ejercicio de su libertad -tal como se ha demostrado a lo largo de este aparte-, lo cual supone que Daniel está siendo discriminado por el Estado español, porque no se le permite acceder, de manera igualitaria, al sistema educativo regular.
Como consecuencia, al vulnerarse su libertad e igualdad, a Daniel se le está negando su derecho a diseñar y ejecutar los planes de vida que más se adapten a su voluntad y necesidades, para lograr, al máximo, el libre desarrollo de su personalidad, en concordancia con el respeto a su interés superior.

El único trato diferente que podría darse a Daniel es aquél que sea planteado para su beneficio y que le permita, en último término, acceder a sus derechos, en igualdad de condiciones. Para ello, la escuela está obligada a efectuar los ajustes razonables que resulten necesarios -lo cual, en la práctica, no se ha efectuado-, así como tomar las medidas que se requieran para el libre desarrollo de su personalidad, entre las que se encuentran las acciones positivas moderadas, tales como el trato preferencial y la toma de conciencia, dirigidas hacia la comunidad educativa, sobre las causas y realidades de la situación de discriminación de Daniel. Sin embargo, según la información que nos han ofrecido sus padres y la documentación a la que hemos tenido acceso, y tal como se ha apreciado a lo largo de este Informe, esto no ha ocurrido.

En el caso de Daniel, también se evidencia, claramente, la falta de solidaridad del Estado español -a través de sus instituciones educativas y judiciales- cuyo objetivo principal, al igual que el de la educación, es el libre desarrollo de la personalidad, y que debería procurarse como objetivo último común de toda la sociedad; es decir, que el mayor número de personas alcance al máximo el mayor nivel posible del desarrollo de su personalidad.

La solidaridad implica contar con la participación de todos, en todos los ámbitos de la vida social, política, educativa, etc., pero en la situación que involucra a Daniel ni siquiera se ha permitido su correcta participación y la de sus padres, siendo ellos los principales afectados. Tampoco se han tomado medidas para educar a la sociedad en valores, vinculados con la diversidad y la discapacidad, lo cual es fundamental para la consecución de la solidaridad. 

En su relación con la educación inclusiva, la solidaridad se basa en la cooperación y no en la competencia. Esto es fundamental para el desarrollo educativo y evolutivo de Daniel, y de todos los niños con discapacidad; sin embargo, las autoridades educativas se empeñan en restringir la educación regular para los “capaces”, dejando por fuera a los niños con diversidad funcional que no pueden seguir el ritmo competitivo que el propio sistema impone. Esta concepción de la solidaridad como cooperación es, también, parte del adecuado desarrollo evolutivo y educativo de los niños sin discapacidad, por lo que la sociedad, en su conjunto, y no sólo Daniel, se beneficiaría de ello. 

4.4.4) Según el cumplimiento de las normas sobre educación inclusiva.

Así como se han incumplido los principios y las reglas de la educación inclusiva, según se ha evidenciado en este Capítulo, también se han irrespetado diversas normas -de carácter nacional e internacional-, en las que ella encuentra reconocimiento y desarrollo, y se han vulnerado los derechos y garantías de Daniel, vinculados, específicamente, al acceso a la educación, en igualdad de condiciones, en su condición de niño con diversidad funcional. 

En efecto, actualmente, el Estado español, a través de las autoridades educativas de Castilla-La Mancha, se encuentra incurso, con respecto al caso de Daniel, en la violación de derechos fundamentales, previstos en las normas del texto constitucional referidas al acceso a la educación para todos, en igualdad de condiciones, sin discriminación alguna (artículos 27 y 14 de la CE, respectivamente), al no permitir a Daniel participar de la modalidad de educación ordinaria, a tiempo completo, como el resto de sus compañeros, y haciendo las adaptaciones y ofreciendo los apoyos que correspondan, según sus necesidades.

El Estado español también ha incumplido la normativa internacional aplicable la cual, por tratarse de Convenciones relativas a Derechos Fundamentales, forma parte del ordenamiento jurídico español, tal como prevé la propia CE (artículo 96.1) y cuya garantía es exigible a las Cortes o al Gobierno (artículo 94).

Al impedir a Daniel acceder a una educación ordinaria, en igualdad de condiciones, por razón de su discapacidad, habiéndose demostrado ampliamente, a través de los informes respectivos, que es ésta la modalidad educativa que más conviene a su bienestar y a su desarrollo académico y social, el Estado está incurso en el incumplimiento de la CDN y de la CDPD. 

En particular, está vulnerando las normas sobre la protección contra toda forma de discriminación a los niños, por causa de su condición, y la obligación de tomar todas las medidas apropiadas para garantizar tal protección (artículo 2 de la CDN), así como la consideración primordial sobre el interés superior del niño que deben hacer las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos (artículo 3.1 ejusdem). 

Igualmente, está incurso en la falta de cumplimiento de su obligación de tomar las medidas necesarias para asegurar que Daniel goce plenamente de todos los derechos humanos y libertades fundamentales (en especial, su derecho a la educación, cuya dimensión más conveniente a su situación es la inclusiva), en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, vulnerando, así la protección de su interés superior (artículo 7 de la CDPD)

Dado que las autoridades educativas y judiciales no han considerado la opinión de Daniel y, en segundo término, la de sus padres, vulnerando, así, su derecho a la participación, el Estado español está incumpliendo las normas que garantizan al niño expresar su opinión libremente, en todos los asuntos o cuestiones que le afectan, en función de su edad y madurez (artículo 12.1 de la CDN y artículo 7 de la CDPD). 
En consecuencia, se le ha negado a Daniel la oportunidad de ser escuchado, en los procedimientos administrativos y judiciales que se han efectuado, en relación con su demanda de ser educado de manera inclusiva, aunque ello se haga por medio de un representante -como sus padres- (artículo 12.2 de la CDN).

A través de la negación de acceso al sistema ordinario de educación que está haciendo el Estado español, contra Daniel, está incumpliendo las normas de la CDN referidas a las finalidades de la educación del niño, específicamente, sobre el desarrollo de su personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño, hasta el máximo de sus posibilidades (artículo 29.1.a)). Daniel no podrá desarrollar al máximo su personalidad y aptitudes, en tanto sea obligado a asistir a un centro especial, donde le enseñan actividades no formativas y que ya maneja, y mientras no se le permita asistir a la escuela ordinaria, durante los 5 días de la semana, haciendo las adaptaciones correspondientes, lo cual ha evidenciado ser la modalidad más conveniente para él. 

Además, con la segregación parcial de Daniel, el Estado está impidiendo que se cumplan otras finalidades de la educación, respecto del resto de los niños, particularmente, en cuanto a inculcarles el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales y prepararlos para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad y amistad entre personas distintas (artículo 29.1.b) y d) CDN). 

El Estado español, al ratificar la CDPD, se obligó a reconocer el derecho a la educación de Daniel y todos los niños con discapacidad (artículo 24), enmarcado en su deber de promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales, de todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente (artículo 1). 

Además, la educación que debe proveer el Estado a Daniel debe ser sin discriminación y sobre la base de la igualdad de oportunidades, a través de un sistema de educación inclusivo a todos los niveles, porque sólo así podrá desarrollar plenamente su potencial humano, sentido de dignidad y autoestima y su personalidad, talentos y creatividad, así como sus aptitudes mentales y físicas (artículo 24.a) y b) CDPD).

Asimismo, es a través de la educación inclusiva que se puede reforzar el respeto por los derechos humanos, las libertades fundamentales y la diversidad humana (artículo 24. a) CDPD); en particular, a través de la comunidad educativa, que representa un sector importante de la sociedad. Sólo así Daniel podrá participar, de manera efectiva, en una sociedad libre (artículo 24.c) CDPD); no ser excluido del sistema general de educación, por motivos de discapacidad, como ocurre parcialmente con él (artículo 24.2.a) CDPD); y podrá acceder a una educación primaria y secundaria inclusiva, de calidad y gratuita, en igualdad de condiciones, y no parcial, segregada y sin calidad, como es su caso (artículo 24.2.b) CDPD). 

Para ello, sin embargo, la escuela ordinaria donde Daniel estudia debe hacer los ajustes razonables, en función de las necesidades de Daniel y los demás niños con discapacidad que allí estudian (24.2.c); prestar el apoyo necesario, para facilitar su formación efectiva (artículo 24.2.d); y facilitar las medidas de apoyo personalizadas y efectivas (artículo 24.2.d). 

Si, además, en el caso de Daniel se ha demostrado suficientemente, a través de diversos informes especializados, que la educación ordinaria ha proporcionado avances y evolución en su vida, preservando, así, su interés superior y el libre desarrollo de su personalidad, el Estado español no tiene excusa alguna para el incumplimiento de esta norma, la cual está obligado a acatar, por tratarse de un instrumento que forma parte de su ordenamiento jurídico.

Por estas mismas razones, el Estado español está incumpliendo los principios previstos en las normas de la LOE, de 2006; en particular, por lo que se refiere a garantizar la igualdad de oportunidades, la inclusión educativa y la no discriminación, así como la flexibilidad para adecuar la educación a la diversidad de aptitudes, intereses, expectativas y necesidades del alumnado (artículo 1); en la Ley de Educación 7/2010, de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, acerca de la igualdad de oportunidades y acceso universal, normalización, inclusión escolar e integración social, flexibilidad, interculturalidad y coordinación entre administraciones que deben aplicarse en respuesta a la diversidad del alumnado (artículo 120.1); y en el Decreto 138/2002, sobre la normalización; la integración e inclusión escolar; la compensación y discriminación positiva y la habilitación e interculturalidad, como respuesta a la diversidad del alumnado (artículo 4.1).

En cuanto a la adaptación y a los ajustes a la necesidad específica de apoyo al alumnado que requiera una atención educativa diferente a la ordinaria, a la que el Estado está obligado y que ha sistemáticamente incumplido, en el caso de Daniel, la LOE prevé, tal como se detalló en el Capítulo 3, que las enseñanzas deben adaptarse al alumnado con necesidad específica de apoyo educativo (artículo 3.8 y 71 y siguientes). Por su parte, el Decreto 138/2002 contempla la aplicación de medidas extraordinarias, las cuales consisten en introducir modificaciones en el currículo ordinario, para adaptarse a la singularidad del alumnado (artículo 10). Como hemos visto en este Capítulo, a Daniel se le ha retirado la maestra de apoyo; no se le ha hecho el ajuste al currículo educativo; se le ha asignado material de niveles inferiores; no se le explica adecuadamente cómo efectuar sus tareas, salvo por las notas escasas que, al respecto, el tutor envía a sus padres; y, no se le permite acceder a las actividades extracurriculares que el resto de los niños aprovechan, porque no se han hecho las adaptaciones necesarias. 

Impidiendo a Daniel recibir una educación ordinaria, en igualdad de condiciones y con las adaptaciones requeridas, por las necesidades especiales que tiene, el Estado español tampoco ha respetado las normas sobre su dignidad y el libre desarrollo de su personalidad (artículos 10.1 y 27.2 de la CE) y sobre la diversidad que lo caracteriza, entendida como un valor (artículo 120.2.b de la Ley de Educación 7/2010). 

El Estado está obligado a admitir a Daniel, como alumno con necesidades educativas especiales (artículo 14.a del Decreto 138/2002), y permitirle una escolarización en el entorno más normalizado (artículo 120.2.b, de la Ley de Educación 7/2010). Aun si Daniel tuviera necesidades educativas especiales más significativas -que no es el caso- podría escolarizarse en un centro ordinario, en aulas de educación especial (artículo 125 ejusdem), por lo que es imperativo que permitan a Daniel acceder a una educación ordinaria, bajo las mismas condiciones que el resto de sus compañeros, y cumpliendo con los ajustes razonables que correspondan, so pena de continuar incursos en el incumplimiento de sus obligaciones legales y constitucionales, lo que acarrearía la respectiva responsabilidad internacional.

Está igualmente obligado a imponer al centro ordinario al que Daniel asiste 2 días (por tratarse de un centro docente sostenido con fondos públicos) a que, con la colaboración de la Consejería competente en materia de educación, se promueva la formación del profesorado, en estrategias de atención a la diversidad, y se propicie la participación de los representantes legales de los alumnos y, en su caso, los propios alumnos, tanto en la decisión que afecte a su escolarización como en las que afecten a la respuesta educativa a sus necesidades específicas (artículo 14.a del Decreto 138/2002).  Mientras en la Escuela a la que Daniel asiste continúen con una sola maestra de apoyo -que ni siquiera atiende su caso- y con sólo 2 P.T -dedicadas sólo a medio tiempo cada una- y se continúe desconsiderando su opinión y la de sus padres, respecto de su propia escolarización, persistirá el incumplimiento del Estado español sobre las normas de educación inclusiva incorporadas en el ordenamiento jurídico español.

En cuanto a la carencia de recursos, la madre de Daniel nos ha relatado, vía skype que, en alguna ocasión, las autoridades del centro educativo ordinario le comunicaron, verbalmente, que el colegio no tenía los recursos que Daniel necesitaba para superarse. El argumento actual es que la educación combinada es lo más conveniente para la situación de Daniel, a pesar de la existencia de informes que evidencias cómo la educación ordinaria ha sido más beneficiosa para él. No obstante, hasta la fecha, el colegio no habría aportado ningún tipo de recursos: ni materiales, ni humanos ni ningún otro tipo de apoyo, pero tampoco se habrían tomado iniciativas para buscar los apoyos y recursos necesarios.

La falta de recursos no puede ser utilizada como excusa para el incumplimiento de sus deberes, dado que la CDPD obliga a los Estados Partes a adoptar medidas, hasta el máximo de sus recursos disponibles, para garantizar los derechos económicos, sociales y culturales (artículo 4.2). Si el Estado tiene recursos para invertir en proyectos no vinculados con el desarrollo social de su población, muy seguramente los tiene para invertir en uno de los ámbitos más importantes para su desarrollo: la educación inclusiva de sus niños.

Por lo anterior, una alternativa ante la alegada falta de recursos podría ser el ajuste del presupuesto público, mediante asignación de partidas especiales, y la solicitud de créditos adicionales necesarios.

En esta situación que se ha descrito a lo largo de este Capítulo, en la que el principal afectado es un niño vulnerable, el Estado español ha abiertamente irrespetado el valor de la diversidad y su dignidad humana; la atención a sus necesidades educativas especiales, y su no exclusión, por razón de su discapacidad, los cuales se constituyen como valores fundamentales de la educación inclusiva, por su consideración como derecho humano.

También han sido irrespetadas numerosas normas de protección a los niños con discapacidad; en particular, sobre el derecho a acceder a una educación de calidad, en igualdad de condiciones.

En tanto persista la falta de aplicación de los postulados de la educación inclusiva, respaldados por normas nacionales e internacionales, al caso de Daniel, a través de impedir su integración al ámbito educativo regular, persistirá la educación parcialmente segregada que está recibiendo, y se potenciarán las probabilidades de su discriminación, indefensión y exclusión social.

4.4.5) Por qué le educación inclusiva es la mejor alternativa para Daniel y para los niños con discapacidad.

En virtud de todos los argumentos expuestos en este Informe, el equipo que conforma las Clínicas sobre Educación Inclusiva concluye que ésta es, sin lugar a dudas, la mejor alternativa para abordar la educación de Daniel (y de los niños con discapacidad en general), por las razones que a continuación se exponen.

La educación inclusiva es un derecho humano y, como tal, el Estado español está en la obligación de respetar y garantizar, a tenor de lo dispuesto en el artículo 27 de la CE, de acuerdo con el cual “todos tienen el derecho a la educación” (destacado nuestro), por lo que existe una importante vinculación con el derecho a la igualdad y no discriminación, también previsto en el texto constitucional español
. 

De hecho, la educación inclusiva incorpora una perspectiva de Derechos Humanos sobre la valoración y aceptación de la diversidad, a través del reconocimiento de derechos. Por lo tanto, ella garantiza que, a través del ejercicio de sus derechos, los niños con discapacidad (que, como ya se ha destacado, son doblemente vulnerables, por su condición de infantes y por su situación de discapacidad, a lo cual se agrega una vulnerabilidad más, al tratarse de niñas) no sean susceptibles de exclusión social, tal como ocurre con la educación segregada. Por lo tanto, la educación inclusiva hace que se superen todas las fuentes de discriminación que puedan sufrir los niños excluidos o segregados, como es el caso de Daniel.

La educación inclusiva garantiza que su titular sea el niño (tal como claramente prevé el artículo 24 de la CDN) aunque su ejercicio pueda ser realizado por sus padres, cuando el niño no pueda, siempre que se respete su derecho a la participación. Sólo así se puede garantizar que se respete su interés superior; es decir, que se preserve el respeto de lo que más convenga a sus intereses y a su formación, para desarrollar al máximo su personalidad y optimizar su bienestar.

En el caso de Daniel, diversos informes especializados han demostrado -tal como se detalla en el aparte 4.1.1.- que la educación ordinaria ha sido la mejor alternativa para su situación, porque le ha permitido desarrollar su nivel académico y social, y evolucionar positivamente en aprendizajes relacionados con la cognición y hasta el lenguaje, siendo este último el área en la que más presenta dificultad.

Como parte del Modelo Social con perspectiva de Derechos Humanos que defiende la educación inclusiva, los niños con discapacidad son vistos como personas con igual valor y dignidad que el resto de las personas, dado que su discapacidad es un asunto de origen social, porque es la sociedad la que no está adaptada y ajustada a las necesidades de una población tan numerosa como diversa. 

Además, la educación inclusiva sostiene que los niños con discapacidad realmente aportan valores fundamentales a los ambientes escolares donde se desenvuelven y hasta a la sociedad en la que viven. Daniel, por ejemplo, es un niño con un potencial cognitivo normal, con especial destreza para las matemáticas; no presenta déficit en habilidades básicas de autonomía y ha demostrado ser capaz de realizar aprendizajes escolares básicos correspondientes a la etapa en la que se encuentra. Aparte de los aportes objetivos que, sin duda, Daniel puede presentar a la sociedad, también permite a los niños de su entorno, y a la comunidad estudiantil en general, aceptar y valorar la diversidad que él representa.

Los padres de Daniel no tienen duda de que la educación inclusiva sea su mejor alternativa y la más acorde con sus intereses y su bienestar. Para ello, se basan en las propias conductas de Daniel. De acuerdo con lo informado por su madre, vía skype, a pesar de las dificultades de comunicación verbal que presenta, en una oportunidad Daniel manifestó oralmente su preferencia por el colegio ordinario al que asiste. 

Al imponérsele el régimen de educación combinada, tal como se ha afirmado en este Capítulo, él empezó a tener conductas que antes no tenía, las cuales reflejan su voluntad y estado anímico, respecto de su situación. La madre afirma que el cambio de rutina entre ambos sistemas educativos  -el ordinario y el especial- que implicaba tantos cambios para un niño que requiere de estabilidad en sus rutinas, desajustaron más aún a Daniel, por su condición de salud, lo cual sólo le ha ocasionado perjuicios. Igualmente, los cambios de rutina bruscos que supone la educación combinada -tales como los que se pretende imponer a Daniel-, no son beneficiosos ni convenientes para la formación de los niños en general, independientemente de que tengan o no una discapacidad.
Además, en la práctica, los currículos educativos de ambos centros              -ordinario y especial- no se complementan: mientras en uno se sigue el programa prestablecido por la autoridad educativa, en el especial no se incluyen materias formativas, sino actividades de auto-superación y cuidado, tales como asearse y poner la mesa, entre otras. No obstante, la madre de Daniel asegura que estas actividades no aportan mayores beneficios a su educación, porque él ya maneja estas actividades sin dificultad, y por su falta de carácter formativo.
La modalidad de educación inclusiva permitiría a Daniel estudiar los 5 días de la semana, como el resto de los niños, a través de la adaptación curricular y la maestra de apoyo que él requiere, lo cual le permitiría acceder a los mismos conocimientos, enseñanzas y tareas que sus compañeros. También, permitiría que Daniel accediera a las actividades extracurriculares de las cuales la formación de los niños tanto se beneficia, a través de los apoyos necesarios. Esto garantizaría el máximo desarrollo de su personalidad, sus capacidades y aptitudes, lo cual permitiría cumplir su plan de vida, como manifestación de su auténtica voluntad.

Con esta forma de educar inclusivamente, no sólo se garantiza que el niño con discapacidad sea un partícipe activo del proceso educativo, también permite la participación de los niños sin discapacidad, de los padres, de los maestros y, en general, de toda la comunidad, lo cual, a la larga, permitirá la formación de una sociedad más justa, tolerante, abierta, solidaria y respetuosa de la diversidad que caracteriza el ambiente en el que nos desenvolvemos, en el que lo diverso, más que una realidad, es un valor a proteger. 

Ello se logra a partir de uno de los fines principales de la educación inclusiva que es la educación, no sólo de los niños con discapacidad (que, en el caso de Daniel está ocurriendo de manera considerablemente deficiente), sino también la educación en valores de toda la sociedad, con el propósito de lograr, inicialmente, a través de los alumnos regulares, la aceptación y la valoración de la diversidad, lo cual debería extenderse a la comunidad estudiantil y al resto de la sociedad. Ello garantiza una verdadera aceptación y entendimiento de la discapacidad y, en general, de la diversidad, lo cual permitiría superar las fuentes que producen la discriminación y exclusión social de estos niños.
De hecho, el propósito de la educación inclusiva es permitir que tanto estudiantes como maestros y, en último término, la comunidad, se sientan cómodos y respetuosos ante la diversidad y la perciban no como un problema, sino como una oportunidad para enriquecer las enseñanzas no sólo académicas, sino en valores. Permite a los miembros de la sociedad aprender de los otros y colaborar con ellos, así como ser aceptados y valorados por lo que son, en ejercicio del principio de solidaridad.

Para lograrlo, como se ha afirmado a lo largo de este Informe, es fundamental que el Estado eduque a la sociedad en valores, para que logren comprender, precisamente, los valores de la ética pública y los acepten y asuman como los correctos y necesarios para una sociedad justa y solidaria. Es a través de la solidaridad que se pueden articular derechos y deberes jurídicos. Aunque sea imposible su exigibilidad interna, sí puede ser una obligación impuesta por el Estado; es decir, aun si fracasa en lograr que la sociedad la entienda como valor, el Estado igual puede obligar a las personas a actuar conforme a ella, porque así como obliga a ciertas conductas (por acción u omisión, aunque ellas no formen parte del fuero interno) también puede hacerlo con la solidaridad.

Como consecuencia, la educación inclusiva conlleva no sólo a la construcción de una sociedad más justa, abierta, solidaria y tolerante, además implica un tipo de educación más económica o menos costosa, pero, aunque no lo fuera, si lo es necesario para una sociedad justa, el Estado debe invertir en ello.

Aplicar los postulados de la educación inclusiva al caso de Daniel (y a los casos de niños con discapacidad en general), a través de su integración al ámbito educativo regular, permitiría superar y acabar con la educación parcialmente segregada que está recibiendo, y que le ha producido tantos perjuicios a él y a su familia.

Por todo lo antes expuesto, sin duda, éste es el modelo que más se ajusta al respeto de los derechos de Daniel y de los niños con discapacidad; en particular, por lo que respecta a su interés superior. Es, también, el único que permitiría superar las fuentes de discriminación que lo han llevado al estigma, a la exclusión social y a la indefensión.

Como consecuencia, el equipo que conforma las Clínicas de Educación Inclusiva también considera que los centros especiales destinados a personas con diversidad funcional deben ser progresivamente eliminados, para dar paso a la aplicación generalizada de la modalidad de educación inclusiva, lo cual supone destinar tales centros como recursos que sirvan para proporcionar conocimientos especializados y apoyo a todas las personas o instituciones relacionadas con la educación inclusiva.

Al final, tal como se ha intentando resumir en la filosofía de la educación inclusiva, “todos somos diferentes, pero tenemos los mismos derechos”. 

4.5) Opciones para la resolución del caso de Daniel y de casos similares. 

Como consecuencia de todos los planteamientos y análisis presentados a lo largo de este Informe, en el que se ha verificado el incumplimiento de las reglas y principios de la educación inclusiva, así como el irrespeto de las normas aplicables, por parte del Estado español, a través de las autoridades educativas de Castilla-La Mancha, con la consecuente vulneración de los derechos fundamentales de Daniel, este equipo de las Clínicas sobre Educación Inclusiva presenta, como recomendaciones o alternativas judiciales y extrajudiciales, para este caso en concreto y para casos similares (advirtiendo que algunas de ellas ya han sido efectuadas por los padres de Daniel), las siguientes:

4.5.1) Estrategias judiciales.
4.5.1.1) La vía ordinaria: a través del procedimiento ordinario contencioso-administrativo, previsto en el Título IV de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa  (29/1998, de 13 de julio), al cual se puede sumar la solicitud de otorgamiento de medidas cautelares, de acuerdo con el Capítulo II del Título VI ejusdem, a fin de asegurar la efectividad de la sentencia.

Igualmente, a esta demanda podrían adherirse terceros interesados, especialmente, aquellas organizaciones de la sociedad civil que desarrollen actividades en Derechos Humanos (con particular énfasis en la educación de los niños con discapacidad), de acuerdo con los artículos 46, 49.1 y 49.3 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

También podría solicitarse, en el marco de este juicio, la aplicación del artículo 20 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, sobre igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, según el cual, en los procesos jurisdiccionales en los que, de las alegaciones de la parte actora se deduzca la existencia de graves indicios de discriminación directa o indirecta, por razón de discapacidad, el juez o tribunal, tras la apreciación de los mismos, teniendo presente la disponibilidad y facilidad probatoria que corresponde a cada una de las partes del litigio y el principio procesal de igualdad de partes, puede exigir al demandado la aportación de una justificación objetiva y razonable, de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad
. La aplicación de esta norma dependerá de lo que el juez valore como “graves indicios de discriminación directa o indirecta, por razón de discapacidad”; pero, en tanto sea bien argumentado, podría ser una alternativa procesal beneficiosa para el caso. 

4.5.1.2) La vía preferente y sumaria: de acuerdo con lo previsto en el artículo 53.1 y 53.2 de la CE
, por la negación del derecho fundamental a la educación, protegido en el artículo 27 del texto constitucional, y por el incumplimiento de la norma sobre el derecho a la igualdad y la no discriminación, previsto en el artículo 14 ejusdem.

Dada la incompatibilidad entre este recurso y el ordinario, en caso de que coincidan sus objetos, habría que introducirse uno u otro, a menos que en el sumario y preferente se presente la vulneración de derechos constitucionales, mientras que, en el ordinario, se presenten otro tipo de derechos, vinculados con la responsabilidad de la Administración, estableciendo, así, objetos de recursos diferentes.

4.5.1.3) La cuestión de inconstitucionalidad de normas: prevista en el artículo 163 de la CE; no se trata de una acción directa, sino de una incidencia que se plantea en el marco de un proceso judicial (como el que actualmente se lleva a cabo, en la vía administrativa, en el caso de Daniel), por la existencia de normas de carácter inconstitucional, sobre las que el juez de la causa podría elevar la solicitud, a su discreción, al Tribunal Constitucional, por lo que la petición y fundamentación al juez debe ser hecha de manera detallada y correcta. 

En el marco de este proceso, Daniel y sus padres podrían, incluso, presentar sus alegatos ante el juez Constitucional, situación que es permitida desde el año 2007.

En particular, a través de esta incidencia, se solicitaría la nulidad de las siguientes normas (algunas de las cuales se encuentran en instrumentos de menor jerarquía y contradicen expresamente normas superiores), por ser contrarias a las disposiciones sobre la educación inclusiva y el derecho a la igualdad, previstas en la CE, en la CDN y la CDPD: 

· Artículo 74.1 de la LOE, sobre la escolarización del alumnado que presenta necesidades educativas especiales, porque pone de manifiesto que, en aquellos casos en los que los centros ordinarios no puedan atender a las necesidades educativas especiales de los alumnos que lo requieran, pueden ser escolarizados en  unidades o centros de educación especial; 

· Artículo 120.2.b) de la Ley de Educación 7/2010 de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha,  porque establece que: “(…) las medidas estarán regidas por los siguientes criterios y procedimientos: (…) b) La escolarización en el entorno más normalizado y, excepcionalmente, en un entorno específico cuando las necesidades educativas especiales no puedan ser atendidas en el marco de las medidas dispuestas en los centros ordinarios” (resaltado nuestro);
· Artículo 124 de la Ley de Educación 7/2010 de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, en virtud de que señala que: “El alumnado con necesidades educativas especiales más significativas podrá escolarizarse en un centro ordinario en aulas de educación especial, en un centro específico de educación especial o mediante una escolarización combinada entre ambas modalidades” (resaltado nuestro); 

· Artículo 125 de la Ley de Educación 7/2010 de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, al regular tres opciones de centros de educación: centro de educación especial, unidades de educación especial en centros ordinarios y la escolarización combinada entre centros ordinarios y centros de educación especial;
· El artículo 14.c del Decreto 138/2002 por el que se ordena la respuesta educativa a la diversidad del alumnado en la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, por señalar que: “(…) Cuando la evaluación psicopedagógica y el dictamen de escolarización determinen la necesidad de una adaptación significativa asociada a discapacidades físicas y sensoriales podrá ser escolarizado en aquellos centros docentes que dispongan de los recursos adecuados a sus necesidades.  Asimismo, cuando las adaptaciones curriculares sean muy significativas se realizará en unidades de educación especial en centros ordinarios que impartan enseñanzas de régimen general o en los centros de educación especial.  Cuando las circunstancias lo aconsejen se podrán establecer fórmulas mixtas”; y, el artículo 15.2, por establecer que: “La escolarización se llevará a cabo en centros ordinarios, y con carácter excepcional y previo dictamen de los responsables de orientación podrá proponerse su escolarización en una unidad de educación especial en un centro ordinario o en un centro de educación especial” (resaltado nuestro); y,  

· El Capítulo II, numeral primero de la Resolución de 18/10/2004 de la Dirección General de Igualdad y Calidad en la Educación de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, dado que desarrolla expresamente diversas instrucciones para el establecimiento de fórmulas mixtas de escolarización combinada, para la atención educativa a alumnos con necesidades educativas especiales en los Centros Específicos de Educación Especial y en los Centros de Infantil y Primaria o en los Institutos de Educación Secundaria sostenidos con fondos públicos de Castilla-La Mancha.

4.5.2) Estrategias extra-judiciales. 

4.5.2.1) El Arbitraje: se trata de una alternativa expedidita y no contenciosa, prevista en el artículo 17 (sobre: Medidas de Defensa) y siguientes de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de acuerdo con los cuales, previa audiencia de los sectores interesados y de las organizaciones representativas de las personas con discapacidad y sus familias, el Gobierno debe establecer un sistema arbitral que, sin formalidades especiales, atienda y resuelva con carácter vinculante y ejecutivo, para ambas partes, las quejas o reclamaciones de las personas con discapacidad en materia de igualdad de oportunidades y no discriminación, sin perjuicio de la protección administrativa y judicial que en cada caso proceda.

El sometimiento a esta medida debe ser voluntario y constar expresamente por escrito (artículo 17.2) y, sin perjuicio de la legitimación individual de las personas afectadas, puede ser presentada por las personas jurídicas legalmente habilitadas para la defensa de los derechos e intereses legítimos colectivos, en nombre e interés de las personas que así lo autoricen, con la finalidad de hacer efectivo el derecho de igualdad de oportunidades, defendiendo sus derechos individuales y recayendo en dichas personas los efectos de aquella actuación (artículo 19). 

No obstante, el artículo 18.1 de esta Ley prevé que la tutela judicial del derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad debe comprender la adopción de todas las medidas que sean necesarias para poner fin a la violación del derecho y prevenir violaciones ulteriores, así como para restablecer al perjudicado en el ejercicio pleno de su derecho. Por lo tanto, podría interpretarse que resultarían aplicables otras medidas, aparte del arbitraje
. 

En el caso de Daniel, también podría plantearse el arbitraje previsto en el artículo 7, por la existencia de discrepancias surgidas entre el solicitante del ajuste razonable y el sujeto obligado, sin perjuicio de la protección administrativa o judicial que en cada caso proceda (contenido en el aparte sobre: el Contenido de las medidas contra la discriminación). 
4.5.2.2) La Defensoría del Pueblo: en el caso de Daniel, los padres ya acudieron al Defensor del Pueblo de Castilla-La Mancha. Aunque éste, inicialmente, desestimó su solicitud, por considerar que, de la actuación de la administración educativa correspondiente, no se desprendían indicios de que hubiese incurrido en infracción de la legislación vigente o en actuación irregular alguna que ameritara investigación, aunque posteriormente emitiera una resolución en la que presentaba recomendaciones basadas en que en ninguno de los documentos formulados se ofrecía explicaciones sobre las razones por las que Daniel debía cambiar de modalidad de escolarización.

Aunque en este caso ya se haya agotado este recurso, lo cierto es que se trata de una vía extrajudicial a la que se puede recurrir en casos similares al de Daniel, por tratarse de una instancia de defensa y protección de los derechos de las personas, para lo cual Ley Orgánica del Defensor del Pueblo le ha atribuido funciones y competencias, como el control de la Administración e incluso la interposición de acciones y recursos legales. 

Siendo un órgano no resolutorio, sus decisiones no tienen fuerza vinculante, por lo que sólo puede recomendar, sugerir, recordar o advertir. Como consecuencia, no tiene potestad para anular o modificar los actos y decisiones de la Administración, pero su decisión siempre tiene un peso importante a la hora de resolver un caso. 

4.5.2.3) Instancias internacionales: podría, también, acudirse al Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH, que es el órgano jurisdiccional del Consejo de Europa) una vez agotada la vía interna.

A él puede acudir cualquier persona física, grupo de particulares u ONG que se consideren víctimas de violación por una de las Altas Partes Contratantes, respecto de los derechos previstos en el Convenio Europeo de Derechos Humanos o sus protocolos, como ocurre con el caso de Daniel, especialmente, si la demanda se enfoca en la violación del derecho a la no discriminación, previsto expresamente en el Convenio. 

Algunos de los requisitos de debe contener la eventual demanda que se presente, para el caso de Daniel o casos similares, son: no ser anónimas; que el demandante haya sufrido un perjuicio importante; haber agotado los recursos internos; presentarla en un plazo de 6 meses, desde la última resolución que puso fin al proceso interno; no haber sido sometido, en idénticos términos, a la competencia del TEDH u otro órgano internacional de resolución de controversias; y, no ser incompatible con las disposiciones del Convenio y sus protocolos.

En caso de dictarse sentencia, ésta sería de obligatorio cumplimiento para el Estado español, por lo que debería comprometerse a acatarla; no siendo recurrible a instancias superiores.

Finalmente, para todas estas estrategias de exigibilidad de los derechos de Daniel o de cualquier persona, en similares circunstancias, se puede solicitar -a petición de los interesados- la presencia del Ministerio Fiscal que, según el artículo 124 de la CE, tiene por misión promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos.

CAPÍTULO 5: CONCLUSIONES.

De acuerdo con lo que hemos visto en este Informe, resulta que la educación inclusiva -en base a sus principios y a la normativa vigente- representa el modelo de educación concebido en favor de los niños con discapacidad. De esta manera, cuando se ofrece a un niño el acceso a la educación inclusiva, se respetan sus derechos humanos y se protege su mejor interés. Solamente aplicando el modelo de la educación inclusiva -a lo largo de la vida-  se logra proteger el interés superior del niño y se permite su máximo desarrollo.

La educación inclusiva reconoce que todo niño tiene características, intereses, capacidades y necesidades de aprendizaje particulares; que los alumnos con necesidades educativas especiales deben encontrar acomodo en el sistema de educación general, mediante una pedagogía concentrada en el niño y que las diferencias individuales son consideradas como oportunidades para enriquecer la enseñanza para todo tipo de alumnos.

A través de nuestro análisis, hemos justificado que el doble objetivo que se persigue, a través de la educación inclusiva, es lo del libre desarrollo de la personalidad del niño y de su acceso, en igualdad de condiciones, a la escuela ordinaria. Para que los niños y niñas con discapacidad o necesidades educativas especiales puedan desarrollar al máximo sus potencialidades, es muy importante que las familias, los maestros y las administraciones aprendan a trabajar colaborativamente  hacia la construcción de  una comunidad solidaria; y que, al mismo tiempo, los Estados respeten  la libertad de los padres para elegir el centro escolar para el propio hijo con discapacidad, como el derecho de esos niños a expresar sus opiniones y a ser escuchados. 
Hay que concebir a la educación inclusiva, además, como un proceso que abarca el aprendizaje a lo largo de la vida y que requiere modificaciones o ajustes del entorno físico, para la eliminación de las barreras que impiden el verdadero acceso.
La educación inclusiva es el resultado del modelo social de la discapacidad, articulado desde el respeto a los derechos humanos; por lo tanto, se trata de un derecho humano y los niños con discapacidad son sus titulares.

España ha ratificado la CDN y la CDPD, de  manera que ambos tratados forman parte de su ordenamiento jurídico. Cuando se viola, entonces, el derecho de un niño con discapacidad a la educación inclusiva, imponiéndole la segregación en una escuela especial, se está produciendo no solamente una situación de marginación social, sino también una violación de la normativa internacional. 

La educación inclusiva debe ser entendida como el derecho de todos a acceder a un centro escolar ordinario donde se pueda aprender y reconocer los valores de la diversidad humana. Es un natural sentido de la solidaridad que nos lleva, por lo tanto, a reclamar contra la discriminación que se produce hacia los niños con discapacidad, en manera directa y en manera indirecta.


Es por estos motivos, pues, que podemos afirmar que en el caso de Daniel, el Estado español está violando su compromiso internacional de respetar el derecho a la educación inclusiva de los niños con discapacidad. En la práctica, la educación inclusiva sigue siendo más una declaración de intenciones que un logro realizado, a pesar de que España haya sido uno de los países impulsores de la CDPD. 

Apoyándonos en Bobbio, podemos decir que todavía el problema de fondo relativo a los derechos humanos sigue siendo no cómo justificarlos sino cómo protegerlos.

Como consecuencia, las conclusiones particulares a las que hemos llegado, con la elaboración de este Informe sobre educación inclusiva y el estudio del caso de Daniel, son las siguientes:

1) El fin de la educación, como derecho fundamental, es el libre desarrollo de la personalidad, y éste sólo puede lograrse a través de la modalidad de la educación inclusiva, tal como se ha demostrado, en el caso de Daniel, en numerosos informes que evidencian cómo la educación ordinaria le ha permitido desarrollarse y evolucionar como persona.

2) La educación ordinaria es lo mejor para Daniel y para los niños con discapacidad en general, porque es la modalidad educativa que respeta el interés superior del niño.

3) Si bien es cierto que en los principios y en ciertas normas del ordenamiento jurídico español se defiende el impulso de la educación inclusiva, también es cierto que al mismo tiempo se sostienen los sistemas de educación segregada y de educación combinada, lo cual resulta contradictorio, pues la educación inclusiva no da cabida a tales sistemas de educación.

4) A pesar de que la normativa estatal y la autonómica regulan de forma positiva las modalidades de la educación inclusiva, gran parte de sus disposiciones jurídicas no tienen suficiente sustento legal, son contradictorias y no están adaptadas a la normativa regulada en la CDPD.

5) La educación inclusiva todavía no es practicada de manera efectiva en España y en el mundo, entre otras razones, por un problema de percepción: la de que los niños y adultos con discapacidad no son personas y que por el simple hecho de ser diferentes deben estar excluidos de la sociedad. Esta percepción discriminatoria y equivocada es la principal razón por la cual las políticas públicas actuales refuerzan estructuras de desigualdad y exclusión. 

6) Si el Estado debe asegurar el bienestar de todos, está claro que un gran número de individuos no está siendo atendido en sus derechos. La segregación educacional, con claros efectos adversos para el comportamiento y para el desempeño escolar de los niños con discapacidad, muestra que la sociedad está negando derechos esenciales a estos seres, que son pequeños, pero humanos. Al negarles la oportunidad de desarrollarse, según sus propias voluntades y capacidades,  perpetuamos una sociedad injusta y que tiene su progreso limitado por prejuicios.

7) En el caso de Daniel, pese a haber sido diagnosticado con el Trastorno del Espectro del Autismo (TEA), desde los 2 años y hasta el tercer curso de educación infantil, estuvo escolarizado en la modalidad de educación inclusiva, contando con los apoyos necesarios desde que fue requerido, habiendo obtenido importantes progresos en su desarrollo académico y social.

8) El cambio de su escolarización a la modalidad combinada se dio sin considerar los aspectos negativos que el acudir a dos colegios distintos, con todo lo que ello implica, acarrearía en un niño con el diagnóstico de Daniel, así como sin tener en cuenta que el centro especial no se ajustaba a sus necesidades debido a que su currículo se centra en la adquisición de competencias adaptativas básicas, las mismas que Daniel ya tenía superadas.

9) El nivel cognitivo de Daniel le permite seguir, con los apoyos necesarios, aprendizajes escolares básicos y, por su diagnóstico de TEA, él requiere de una gran estabilidad del entorno, sin cambios de rutinas y reglas. Así, la mejor opción para su formación sería la de continuar escolarizado a tiempo completo en el centro ordinario en el cual, por acudir desde los 4 años, ya se encuentra familiarizado con sus compañeros de clase, profesores, ambientes, objetos, etc.

10) Obligándolo a acudir a un centro especial, se limitarían sus posibilidades de desarrollo y aprendizaje, su participación social y, sobretodo, sus oportunidades en el futuro. Mientras que, acudiendo a un centro ordinario, con los apoyos necesarios, Daniel alcanzaría su máximo desarrollo académico y social; es decir, el libre desarrollo de su personalidad.

11) En este caso, en el que el principal afectado es un niño vulnerable, el Estado español ha abiertamente irrespetado los principios y las reglas de la educación inclusiva; especialmente, el valor de la diversidad y su dignidad humana; la atención a sus necesidades educativas especiales, y su no exclusión, por razón de su discapacidad, los cuales se constituyen como valores fundamentales de esta modalidad educativa, por su consideración como derecho humano.

12) El Estado español ha irrespetado numerosas normas de protección        -nacionales e internacionales- dirigidas a los niños; en especial, a aquellos con discapacidad, en particular, sobre el derecho a acceder a una educación de calidad, en igualdad de condiciones.

13) En tanto persista la falta de aplicación de los postulados de la educación inclusiva, respaldados por normas nacionales e internacionales, al caso de Daniel (y a los casos de niños con discapacidad en general), a través de impedir su integración al ámbito educativo regular, persistirá la educación parcialmente segregada que está recibiendo, y se potenciarán las probabilidades de su discriminación, indefensión y exclusión social.
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� Ibídem.


� Ídem, pp. 20-21.
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� Ibídem. 


� Campoy Cervera, Ignacio. “La fundamentación de los derechos de los niños. Modelos de reconocimiento y protección”. Dykinson, Madrid, 2006.


� ONU. OMS (Organización Mundial de la Salud). World report on disability, 2011, pp. 8-11. Disponible en Web: � HYPERLINK "http://whqlibdoc.who.int/hq/2011/WHO_NMH_VIP_11.03_spa.pdf" ��http://whqlibdoc.who.int/hq/2011/WHO_NMH_VIP_11.03_spa.pdf� [Consulta 10 junio 2010] P.3.


� Campoy Cervera, Ignacio. “La fundamentación de los derechos de los niños…op.cit. 


� La cual, de una parte, contiene una enumeración de derechos y libertades de orden personal, inherentes a todas personas o ser humano, independientemente de su edad, por lo cual son de aplicación también por los niños; de la otra, se refiere directamente a la infancia y a los niños, en el articulo 25.2, según el cual: “La infancia tiene derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social”.


� El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos toma en consideración los derechos del niño en los artículos 23 y 24,  mientras que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales lo hace en el artículo 10.


� Álvarez Vélez, Isabel. “La protección de los derechos del niño en el marco de las Naciones Unidas y en el Derecho Constitucional Español. UPCO- Madrid, 1994, p.104. Según la autora “el mayor logro de la Convención es su misma existencia, puesto que supone en instrumento internacional más importante en defensa de los derechos de los niños”.


� Se trata del modelo del proteccionismo renovado. Campoy Cervera, Ignacio, La fundamentación de los derechos de los niños…op.cit.


� Informe Clínica Jurídica sobre Educación Inclusiva, año 2010-2011.


� Sólo USA y Somalia no han ratificado este instrumento.


� Díaz Martínez, Manuel; Vázquez Gonzáles, Carlos. “Justicia penal de menores, Derecho penal juvenil: (LO 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, revisada y puesta al día mediante las LO 7/2000, 9/2000, 9/2002, 15/2003, 8/2006 y el Reglamento de 30 de julio de 2004)”. Dykinson, Madrid, 2008.


� Deberán en particular:


Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos;


Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza secundaria, incluida la enseñanza general y profesional, hacer que todos los niños dispongan de ella y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas tales como la implantación de la enseñanza gratuita y la concesión de asistencia financiera en caso de necesidad;


Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base de la capacidad, por cuantos medios sean apropiados;


 Hacer que todos los niños dispongan de información y orientación en cuestiones educacionales y profesionales y tengan acceso a ellas;


 Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas y reducir las tasas de deserción escolar.


� ONU. Comité de los Derechos del Niño. Observación general n° 1, 2001. 


� ONU. Comité de los Derechos del Niño. Observación general n° 1…op.cit.


�“Todo niño tiene derecho a una educación de buena calidad, lo que a su vez exige concentrar la atención en la calidad del entorno docente, de los materiales y procesos pedagógicos, y de resultados de la enseñanza”.


� ONU. UNICEF. Disponible en Web: http://www.unicef.es/sites/www.unicef.es/files/Informe_Infancia_Espana_2010_UNICEF.pdf [Consulta 12 junio 2010]


� ONU. Comité de los Derechos del Niño. Informe de España, p.9.


� Sistemáticamente solicita informaciones de sus Estados sobre el ejercicio de los derechos del niño con discapacidad el los respectivos países.


� ONU. Comité de los Derechos del Niño. Informe de España…op.cit. 


� Hasta entonces, hemos conocido una evolución desde el modelo tradicional, medico hasta a lo social. En los últimos tiempos se ha superado la forma de entender la discapacidad como un modelo medico en el que a los aspectos puramente sanitarios  y asistenciales se unan consideraciones de tipo caritativo, a un modelo basado en el concepto de derechos humanos, donde el acento está en la igualdad de oportunidad, y en la no discriminación y la persona con discapacidad se titular de derechos.


� Pérez Bueno, Luis Cayo; Sastre Campo, Ana. “Propuestas de mejora del marco normativo de los menores con discapacidad en España”. CERMI, 2001.


� Pérez Bueno, Luis Cayo; Sastre Campo, Ana...op.cit.


� Es un principio presente en todos los tratados de derechos humanos.


� Alonso Parreño, María José; Sánchez-Dopico Inés…op.cit.


� En lo específico, es  la UNESCO que  contribuye, a partir de la Declaración de Salamanca del 1994, a la formulación del concepto.


� La denegación de ajuste razonable implica la discriminación por razón de discapacidad, en virtud del artículo 2 de la CDPD.


� Ya adoptada la CDPD, con este informe el Relator busca potenciar su impacto, impulsar la ratificación y “estimular los esfuerzos de aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de la Convención sobre los Derechos del Niño, de la Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza, aprobada por la Conferencia General de la Organizaciones de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), entre otros instrumentos pertinentes”.


� ONU. Consejo de Derechos Humanos. “El derecho a la educación de las personas con discapacidades. Informe del Relator Especial sobre el derecho a la educación”. 2007, p.5.


� Idem, p. 6.


� ONU. Consejo de Derechos Humanos…op.cit.


� Aquí se hace referencia al papel de la educación para capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre.


�  Aquí se estableció el objetivo de la “educación para todos”, a fin de promover la igualdad para todos y el acceso universal a la educación.


� ONU. Consejo de Derechos Humanos…op.cit. Cabe señalar aquí que si bien la atención del poder judicial y la aplicación del derecho a la educación de las personas con discapacidad es importante, esas decisiones no están necesariamente a la altura de lo que exigen las normas de derechos humanos ahora específicamente detalladas en la Convención sobre la discapacidad. Al decir esto, se subraya la necesidad de reforma jurídica y capacitación judicial.  


� El Comité recuerda que, en virtud del artículo19, las personas con discapacidad tienen derecho a vivir de forma independiente y a ser incluidos en la comunidad. Por lo tanto, alienta al Estado parte a ampliar el recurso de asistencia personal a todas las personas con discapacidad, de conformidad con sus necesidades.


� Alonso Parreño, María José; Sánchez-Dopico Inés…op.cit.





� El segundo párrafo del artículo 93 de la CE, señala:  “Corresponde a las Cortes Generales o al Gobierno, según los casos, la garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones emanadas de los organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión”


� Mandato constitucional regulado en el artículo 10.2 de la CE el cual regula expresamente lo siguiente: “Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España”.


� Artículo 10.2 de la CE:  “ (…)  Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España”.


� El Decreto 138/2002 por el que se ordena la respuesta educativa a la diversidad del alumnado en la Comunidad Autónoma de Castilla–La Mancha, al referirse al concepto de alumnado con necesidades educativas especiales, manifiesta: “ (…) se considera como alumnado con necesidades educativas especiales todo aquel que, en un período concreto o a lo largo de toda la escolarización, requiera una atención específica de apoyo educativo por las siguientes causas: 1. La discapacidad física, psíquica, sensorial o por manifestar trastornos graves de conducta, 2) La sobredotación intelectual, 3) El estar en situaciones desfavorecidas de tipo socioeconómico, cultural, étnico, lingüístico o de salud, 4) El presentar un desajusto curricular significativo entre su competencia en el desarrollo de las capacidades y las exigencias del currículo del curso en que está escolarizado, sin que éste, tenga por causa las situaciones anteriores” (el resaltado no es parte del texto). 


� Entre tal normativa, debe mencionarse el artículo 49 de la CE, que en su artículo 49 encomienda a los poderes públicos realizar una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración en favor de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los que deberán prestar la atención especializada que requieren, y amparar para el disfrute de los derechos que en su título I reconoce a todos los ciudadanos.; 2)  La ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad; 3)  la Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social de los minusválidos (específicamente el artículo 3) que se encarga de desarrollar lo regulado en el artículo 49 de la CE,  estableciendo los principios de normalización y sectorización de los servicios, integración y atención individualizada que han de presidir las actuaciones de las Administraciones públicas, en todos sus niveles y áreas, en relación con las personas con alguna discapacidad. 


� Artículo 27 de la CE: “1. Todos tienen el derecho a la educación.  Se reconoce la libertad de enseñanza; 2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales; 3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones; 4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita; 5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes; 6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales; 7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca; 8.  Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento de las leyes; 9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca”. 


�Con relación a la responsabilidad que por mandato constitucional se le delega a los funcionarios públicos,  la Sentencia TSJ Extremadura 29.4.2003, señala: “La Ley del Menor 1/96 establece en el art. 10 que es un principio rector de la actuación de los poderes públicos la supremacía del interés del menor y la prevención de todas aquellas situaciones que puedan perjudicar su desarrollo personal, teniendo derecho (art.10), a recibir de las Administraciones Públicas la asistencia adecuada para el ejercicio de sus derechos. De ello se deduce, que incluso de oficio, la Administración debe actuar en cualquier momento en beneficio del menor y del mejor desarrollo de su personalidad (…)” (el resaltado no es parte del texto).


� Con relación a la función que tienen los poderes públicos de promover los derechos fundamentales, el artículo 53.1 de la CE,  manifiesta que: “Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo Segundo del presente Título vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a)”.


Artículo 161.1.a) de la CE: “El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es competente para conocer: a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley. La declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, interpretada por la jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa juzgada”.  Ahora bien, si nos adentramos al caso en concreto, el Decreto 138/2002 por el que se ordena la respuesta educativa a la diversidad del alumnado en la Comunidad de Castilla – La Mancha, en su exposición de motivos, señala: “ (…) Corresponde a la Administración Educativa de Castilla – La Mancha ( …) organizar la respuesta educativa a la diversidad para hacer posible que la educación sea un factor real para la igualdad de oportunidades”. 


� Artículo 49 de la CE: “Los poderes públicos realizaran una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los que prestarán la atención especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que este Título otorga a todos los ciudadanos”.


� Con relación al libre  desarrollo de la personalidad humana, el artículo 10.1 de la CE, señala: “La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y dela paz social”


� “Artículo 4. Los principios rectores del sistema educativo.


El sistema educativo de Castilla-La Mancha, en el marco de los valores de la ciudadanía democrática recogidos en la Constitución, en el Estatuto de Autonomía y en los Tratados internacionales, se orienta por los siguientes principios:


a) El respeto de los valores y de los derechos y deberes reconocidos por la Constitución y por el Estatuto de Autonomía. Entre ellos, los de la libertad de enseñanza en toda su extensión, la libertad de cátedra del profesorado y la libertad de conciencia de los alumnos y alumnas.


b) La calidad de la educación, en el marco de una escuela inclusiva que contempla la diversidad como una ocasión para el enriquecimiento mutuo.


c) La equidad y la igualdad de oportunidades que permitan el desarrollo de las capacidades y competencias básicas de todas y cada una de las personas, y la búsqueda de la excelencia.


d) La educación en y para la convivencia basada en el respeto, la solidaridad y la igualdad, la construcción de una cultura de paz dirigida a la prevención de los conflictos y su resolución mediante el diálogo, la coeducación y la igualdad efectiva entre hombres y mujeres.


e) La educación como un proceso de construcción del propio saber y de transformación personal y social a través de la formación en valores humanistas, de salud y calidad de vida, de relación con las demás personas, de esfuerzo y trabajo, del saber científico y de defensa del patrimonio natural y cultural.


f) La profesionalización docente, el desarrollo personal y profesional del profesorado y la calidad de su formación inicial y permanente.


g) El ejercicio de la autonomía pedagógica, organizativa y de gestión por parte de los centros docentes, de acuerdo con un proyecto compartido por toda la comunidad educativa.


h) La participación de toda la comunidad educativa y el intercambio de experiencias y la colaboración entre el profesorado, el alumnado, las familias y otras instituciones, en el marco de los proyectos educativos.


i) La mejora permanente del sistema educativo mediante la formación, la innovación y la evaluación de todos los elementos que lo integran.


j) La cooperación con el Estado, con las demás Comunidades Autónomas y con las Corporaciones locales en la definición, aplicación y evaluación de las políticas educativas, así como con otros países de nuestro entorno.


k) La construcción de una escuela basada en valores y en la práctica democrática, inclusiva, plurilingüe e intercultural, concebida como servicio público y social, respetuosa y neutral ante las distintas opciones de pensamiento, culturales y religiosas.


l) El fomento de una formación integral y de una enseñanza de base científica, y la exclusión de todo tipo de adoctrinamiento o proselitismo.”


� Artículo 10: “ 1. El alumnado tiene como derecho básico el de recibir una educación integral de calidad en condiciones que promuevan la igualdad y la equidad, que motive y estimule sus capacidades y valore adecuadamente su rendimiento y su esfuerzo. 2. Los derechos del alumnado se sustentan en la igualdad de oportunidades, la educación en valores, la cooperación y el trabajo en equipo, la evaluación objetiva y formativa, la orientación y el asesoramiento para el progreso académico y el desarrollo personal y profesional, la libertad de conciencia y opinión, la identidad e integración personal ,la convivencia y la participación” 


� Artículo 23. “La participación de las familias en el proceso educativo:


1. Los padres y madres, y los tutores o tutoras legales tienen derecho a elegir y participar en la definición del modelo de educación de sus hijos e hijas o pupilos, a asociarse en defensa de sus derechos y a participar en el gobierno de los centros de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2007, de 8 de marzo, de Participación Social en la Educación y lo establecido en el artículo 4 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación.


2. La Consejería competente en materia de educación impulsará programas de formación de las familias o tutores legales para mejorar su papel como educadores y para contribuir a una colaboración más efectiva en la educación de sus hijos e hijas o pupilos y pupilas.


3. La Consejería competente en materia de educación pondrá a disposición de los centros docentes públicos los medios y programas adecuados para desarrollar vías electrónicas de comunicación con las familias, favoreciendo la realización de consultas y el intercambio de información por medios telemáticos, sin detrimento de la relación personal y directa entre las familias y el profesorado de los centros.


4. El Consejo de Gobierno desarrollará los derechos y deberes de las familias del alumnado en tanto que miembros de la comunidad educativa, incluidos los que les reconoce la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho a la Educación, y regulará y garantizará su ejercicio”.


� Artículo 31.1: “Los centros docentes podrán disponer de profesionales con la debida cualificación y perfil profesional para complementar la atención educativa del alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo, en coordinación con el personal docente”


� Artículo 72. “1. La respuesta a la diversidad del conjunto del alumnado se concreta a través de la elección del régimen, la modalidad y los turnos, de acuerdo con lo que la Consejería competente en materia de educación disponga. 2. La Consejería competente en materia de educación facilitará medidas de flexibilización organizativa y curricular, así como la dotación de materiales para facilitar el acceso y la permanencia de personas con discapacidad física o sensorial y del alumnado de altas capacidades”.


� Capítulo II, artículo 6.1 del Decreto 138/2002 por el que se ordena la respuesta educativa a la diversidad del alumnado en la Comunidad Autónoma de Castilla – La Mancha.





� De acuerdo al artículo 10 del Decreto 138/2002 por el que se ordena la respuesta educativa a la diversidad del alumnado en la Comunidad Autónoma de Castilla – La Mancha, las adaptaciones curriculares individuales son medidas extraordinarias de modificación de los elementos prescriptivos y de acceso al currículo (objetivos, contenidos, criterios de evaluación, metodología, organización) para dar respuesta a las necesidades educativas especiales que de modo transitorio o permanente presenta el alumnado a lo largo de su escolaridad.  Las adaptaciones curriculares individuales se pueden clasificar en significativas y muy significativas en función de la problemática del alumnado y del carácter que tienen las modificaciones realizadas al currículo”.


� Artículo 3: “1. Corresponde al tutor, en el marco de la evaluación global de cada uno de los alumnos, coordinar el proceso de valoración para conocer el nivel de competencia alcanzado en el desarrollo de las capacidades, identificar sus particularidades, valorar la incidencia de las distintas variables que influyen en el proceso de enseñanza y aprendizaje y proponer las oportunas medidas de atención a la diversidad. 2. Corresponde a los responsables de la orientación en las distintas etapas educativas, a través de la evaluación psicopedagógica, recoger, analizar y valorar la información relevante del alumnado, el contexto familiar y los distintos elementos que intervienen en el proceso de enseñanza y aprendizaje para identificar las necesidades educativas especiales y tomar decisiones de cara a la escolarización, la adaptación del currículo y la determinación de las ayudas necesarias; 3. Al inicio de la escolarización, de una etapa educativa o cuando de la evaluación psicopedagógica realizada se derive un cambio en la modalidad de escolarización, los responsables de la orientación elaborarán un dictamen de escolarización.  Este dictamen será remitido a la Inspección de Educación para la elaboración de un informe valoración sobre la idoneidad de la propuesta de escolarización, en función de la oferta de la zona y del respeto de los derechos del alumnado y la familia”. Asimismo, la guía para la escolarización del alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo. Curso 2010/ 2011.  Inspección provincial de Educación.  Ciudad Real, manifiesta que cuando se trate de realizar una propuesta de escolarización en un centro de educación especial o en un aula de educación especial en centro ordinario, ya sea como modalidad combinada o como a tiempo total en el centro educativo, será imprescindible la intervención de los orientadores de ambos centros, así como otros profesionales cuando sea necesario, en cualquier caso el dictamen se presentará desde el centro ordinario.


� Artículo 9.1 del  Decreto 138/2002 por el que se ordena la respuesta educativa a la diversidad del alumnado en la Comunidad Autónoma de Castilla – La Mancha.


� Capítulo V, artículo 21 del Decreto 138/2002 por el que se ordena la respuesta educativa a la diversidad del alumnado en la Comunidad Autónoma de Castilla – La Mancha.


� El criterio 14 de la Orden de 14 de Diciembre de 1996, del Ministerio de Educación (BOE 23.2.96, 47) manifiesta que la escolarización de alumnos con necesidades educativas especiales se llevará a cabo preferiblemente en centros ordinarios, y  que los padres participarán en el proceso de escolarización, y se les facilitará información tanto del procedimiento como de las diversas opciones que tienen. 


� Artículo 111. 4 de la Ley Orgánica de Educación: “Los centros que ofrecen enseñanzas dirigidas a alumnos con necesidades educativas especiales que no puedan ser atendidas en el marco de las medidas de atención a la diversidad de los centros ordinarios, se denominarán centros de educación especial”.


� Artículo 125.3: “Los centros de educación especial se configuran como centros de recursos educativos abiertos a los profesionales de su ámbito geográfico y a la comunidad, con el fin de proporcionarles servicios que, por su especificidad, no estén disponibles en los centros ordinarios correspondientes”.


� Artículo 125.4: “Las unidades de educación especial en los centros ordinarios se configuran como un medio de respuesta más abierto y normalizado que favorece la igualdad en el acceso y la permanencia en el sistema educativo del alumnado con necesidades educativas especiales permanentes”.


� Artículo 125.5: “La escolarización combinada entre centros ordinarios y centros de educación especial se utilizará cuando existan posibilidades de normalizar, al menos con carácter temporal, la respuesta educativa y cuando de ello se deriven beneficios para la mejor socialización del alumnado”.


� El artículo 17.1 del Decreto 138/2002 por el que se ordena la respuesta educativa a la diversidad del alumnado en la Comunidad Autónoma de Castilla – La Mancha, al referirse a los centros de educación especial, manifiesta: “ Los centros de educación especial escolarizarán alumnado con necesidades educativas permanentes, asociadas a condiciones personales de discapacidad, que requieran, de acuerdo con el dictamen de escolarización, adaptaciones muy significativas y en grado extremo en las áreas del currículo oficial que les corresponde por su edad y cuando se considere por ello que sería mínimo su nivel de adaptación y de integración social en un centro ordinario”. 


�Una de las diversas instrucciones que regula la respectiva resolución, consiste en que “la iniciativa de la escolarización corresponde a la familia o al responsable de orientación  del centro en el que el alumno/a esté matriculado en colaboración con el orientador del centro de acogida, con el tutor/a y con la autorización de la familia que ha de quedar recogida en el correspondiente dictamen de escolarización y ha de ser informada favorablemente por la Inspección de Educación y autorizada por el Delegado Provincial de educación y Ciencia” 


�El Capítulo II numeral primero  de la  Resolución de 18/10/2004 señala que la escolarización combinada “ se caracteriza por el desarrollo compartido del proceso de enseñanza y aprendizaje del alumno/a con necesidades educativas especiales, entre los profesionales de los centros educativos”. 


� Artículo 5.2: “Los Estados Partes prohibirán toda discriminación por motivos de discapacidad y garantizarán a todas las personas con discapacidad protección legal igual y efectiva contra la discriminación por cualquier motivo”.


Artículo 24.1: “Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la educación. Con miras a hacer efectivo este derecho sin discriminación y sobre la base de la igualdad de oportunidades, los Estados Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a todos los niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida (…)” (el resaltado no es parte del texto)


� Asimismo, con relación a la no discriminación, el artículo 14 de la CE regula que los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.


� SOLCOM. Informe 2011. Disponible en web: � HYPERLINK "http://www.asociacionsolcom.org/informe_solcom_2011" ��http://www.asociacionsolcom.org/informe_solcom_2011�, p.22. [Consulta 12 junio 2012]


� Alonso Parreño, María José; Sánchez-Dopico Inés…op.cit.


� SOLCOM. Informe 2011…op.cit.


� Trastorno Generalizado del Desarrollo (TGD) que, tal y como Lorna Wing expuso en 1988, se caracteriza por presentar: (i) trastorno en las capacidades de reconocimiento social; (ii) trastorno en las capacidades de comunicación social; y, (iii) patrones repetitivos de actividad, tendencia a la rutina y dificultades en imaginación social.


� Dictamen de Escolarización de fecha 11 de febrero de 2009, punto 2.2, página 2.


� Dictamen de Escolarización: punto 2.4. Página 3. 


� Donde, según se indicaba, recibiría atención permanente de los siguientes apoyos personales: (i) PT (Profesor en Pedagogía Terapéutica); (ii) AL (Profesor en Audición y Lenguaje); y, (iii) ATE (Auxiliar Técnico Educativo).


� En efecto, tal como se señala en el Informe del Equipo IRIDIA del 12 de diciembre de 2011, por iniciativa de sus padres, y a fin de que su hijo no se viera afectado por la decisión de la Administración, Daniel recibe el apoyo de varios especialistas: (i) los martes por la tarde en el Centro de Logopedia y Sicología “Entender y Hablar”; (ii) los miércoles por la mañana de un profesional del Centro Deletrea; y, (iii) los sábados por la mañana de un profesional independiente formado en el Centro de Logopedia y Sicología “Entender y Hablar”.


� Dictamen de Escolarización: punto 2.3. Página 2.


� Centro ubicado en Madrid, al que acude Daniel desde los 4 años a fin de recibir apoyo para avanzar en el lenguaje, desplazándose desde Ciudad Real todos los martes por la tarde, a tales efectos.


� En el informe denominado “Revisión de la situación del alumno en la modalidad combinada”, del 24 de noviembre de 2009. Página 2.


� Documento de fecha 10 de setiembre de 2009.


� En el informe elaborado en febrero de 2009, complementado en junio del mismo año.


� Según lo detallado por el Centro de Logopedia y Sicología “Entender y Hablar”, en su informe de febrero de 2010.


� En el Informe de Evaluación emitido con fecha 16 de diciembre de 2011, por el tutor del colegio ordinario.


� Específicamente, en el artículo 14. Estas normas deben entenderse de conformidad con el artículo 10.2 de la CE, según el cual las normas relativas a derechos fundamentales deben interpretarse según los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias, ratificados por España, que reconocen a la educación con un derecho humano.


� Este artículo presenta una excepción a su aplicación: “los procesos penales ni a los contencioso-administrativos interpuestos contra resoluciones sancionadoras” (artículo 20.2).


� De acuerdo con el artículo 53: “1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente título vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161.1.a). 2.Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los tribunales ordinarios, por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional (…)”.


� El artículo 18 continúa así: “2. La indemnización o reparación a que pueda dar lugar la reclamación correspondiente no estará limitada por un tope máximo fijado a priori. La indemnización por daño moral procederá aun cuando no existan perjuicios de carácter económico y se valorará atendiendo a las circunstancias de la infracción y a la gravedad de la lesión. 3. Se adoptarán las medidas que sean necesaria para proteger a las personas físicas o jurídicas contra cualquier trato adverso o consecuencia negativa que pueda producirse como reacción ante una reclamación o ante un procedimiento destinado a exigir el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades”.
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